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INTRODUCCIÓN 
 
 
Esta monografía tiene por finalidad analizar lo desarrollado por la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa en Colombia acerca del reconocimiento y la tasación del 
daño inmaterial. Para alcanzar este objetivo es necesario, en un primer momento, 
precisar qué se entiende por daño. Es clave resaltar la importancia del daño como un 
elemento esencial de la responsabilidad y, también, aclarar las características que debe 
reunir el daño para ser resarcible: debe ser directo, personal, cierto, recaer sobre un 
interés legítimo y ser antijurídico. Con respecto al primer punto, podemos recurrir al 
doctor Henao (2015), quien ha definido el daño como: 
 
El daño ha sido definido por el doctor Henao (2015), como: 
 
(…) toda afrenta a los intereses lícitos de una persona, trátese de derechos 
pecuniarios o de no pecuniarios, de derechos individuales o de colectivos, 
que se presenta como lesión definitiva de un derecho o como alteración de 
su goce pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar judicialmente, 
es objeto de reparación si los otros requisitos de la responsabilidad civil —
imputación y fundamento del deber de reparar— se encuentran reunidos 
(p. 35). 
 
De la anterior definición se extrae que, tal y como lo señala su autor, para que exista 
daño este debe recaer sobre un interés lícito, el derecho lesionado puede revestir la 
característica de pecuniario o no pecuniario, colectivo o individual. De igual manera, 
señala, el doctor Henao, que la amenaza de lesión definitiva del derecho también es 
daño (Henao, 2015)1.  
 
                                                          
1 El daño cierto tiene tres etapas a saber: (…) la primera va desde el momento en el que inicia la 
perturbación o alteración del goce pacífico del derecho o interés, sin que aún se haya iniciado la lesión 
definitiva; la segunda va desde el momento en que inicia la lesión definitiva del derecho y sigue 
presentándose (…), y la tercera supone que el derecho ya fue lesionado definitiva y totalmente. (p. 38) 
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Ahora bien, para que el daño sea resarcible debe cumplir con las siguientes 
características (Henao, 2007): 
 
1)  Debe ser directo: el daño es directo cuando el perjuicio invocado por la víctima 
proviene del daño irrogado; 
2) Debe ser personal: el daño es personal cuando quien reclama la reparación es la 
víctima del perjuicio, en otras palabras, es personal, cuando “aminora el 
patrimonio individual y egocéntricamente considerado” (Henao, 2002). 
3) Debe ser cierto: el doctor Santofimio, para efectos de definir el carácter cierto del 
daño, cita el salvamento de voto del Consejero de Estado Joaquín Barreto en el 
fallo del 27 de marzo de 1990 de la Plenaria del Consejo de Estado, Exp. S-021, 
así: 
 
(…) tanto doctrinal como hipotéticamente ha sido suficientemente 
precisado que dentro de los requisitos necesarios para que proceda la 
reparación económica de los perjuicios materiales, es indispensable que el 
daño sea cierto; es decir, que no puede ser eventual, hipotético, fundado en 
suposiciones o conjeturas; aunque no se opone a dicha certeza la 
circunstancia de que el daño sea futuro. Lo que se exige es que no exista 
duda sobre su existencia.  (Santofimio, 2017, p. 744) 
 
De lo anterior se extrae que el daño no puede ser eventual, para que sea indemnizable 
debe ser cierto, lo que no impide que sea futuro (Esguerra, 2019)2 
 
4) Debe recaer sobre un interés legítimo: el daño debe afectar intereses lícitos o que 
se encuentren legalmente protegidos, en ese sentido no se puede solicitar la 
reparación de bienes y/o derechos que encuentran su fuente en situaciones típicas 
o ilegales (Henao, 2007). 
5) Debe ser antijurídico: el daño antijurídico ha sido definido como, “la lesión de un 
interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está en el deber 
                                                          
2 El doctor Esguerra, por otra parte, ha sostenido que el daño es cierto cuando el mismo es actual o 
futuro, por lo tanto, para que sea resarcible, no puede ser hipotético o eventual.  En este punto debe 
recordarse lo manifestado por el doctor Henao en lo que respecta a las tres etapas del daño cierto. 
ix 
de soportar” (Esguerra, 2019, p. 895) y por lo tanto excede “(…) el conjunto de 
cargas que normalmente debe soportar el individuo en su vida social” (Peláez J. 
C., 2015, p. 797).  
 
En lo que respecta a esta definición, debemos manifestar que concordamos con lo 
sostenido por el doctor Pimiento, quien afirma que en ella se presenta una confusión 
en torno a las figuras de daño antijurídico y de daño especial. Para efectos de aclarar la 
confusión entorno a los conceptos de daño antijurídico y daño especial, el precitado 
profesor, citó a la doctora MCausland, así:  
 
Mientras el daño antijurídico alude a aquellas afectaciones negativas 
sufridas por una persona que no está en el deber jurídico de soportarlas, 
porque ninguna norma se lo impone, y constituye un elemento estructural 
de la responsabilidad en cualquiera de los regímenes —subjetivos y 
objetivos— que permiten fundarla, el daño especial constituye un elemento 
particular del régimen identificado con el mismo nombre y supone que una 
persona o un grupo de personas sufre una afectación como consecuencia 
de una acción u omisión lícita del Estado, cuyo fin es el beneficio de la 
comunidad en general. (Pimiento, 2016, p. 16). 
 
Para terminar, el daño es la lesión a un interés jurídicamente tutelado y el daño 
antijurídico es la afectación negativa que la persona no se está en el deber jurídico de 
soportar porque no hay una norma jurídica como fundamento del mismo (Santofimio, 
2017).  
 
Luego de esta necesaria aclaración, es menester reiterar que el objetivo de esta 
monografía es analizar la forma en que se ha tasado el daño inmaterial en Colombia, 
por parte de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, desde el año 1922 hasta 
el año 20143. Por daños materiales e inmateriales nos plegamos a lo que dice Molina 
(2016):  
                                                          
3 Se debe hacer claridad en que fue la Corte Suprema de Justicia, como Órgano de Cierre de la 
Jurisdicción Ordinaria, quien inició el camino hacia el reconocimiento de los daños inmateriales y hacia 
su respectiva compensación. Posteriormente, y con la entrada en vigencia del Decreto 528 de 1964, la 
x 
 (…) Los daños materiales son susceptibles de equivalente pecuniario 
pleno porque existe un mercado de intercambio que permite valorar de 
forma objetiva el impacto del bien o derecho afectado por el siniestro, pues 
produce bienes y derechos equivalentes a los perdidos, reemplazándolos. 
Aquí se incluirían el citado “daño emergente” –costes asociados al 
accidente– y el “lucro cesante” –pérdidas de oportunidades de ganancia–
(…)  los daños inmateriales, por otra parte, (…) no admiten cambio por un 
equivalente al carecer de mercado que valore las consecuencias y las 
regenere, esto es, produzca los bienes o derechos perdidos y sea capaz de 
reemplazarlos –ser querido, lesión permanente– (p. 40). 
 
En esta cita se hace explícita la dificultad principal de la reparación de los daños 
inmateriales, definidos por la jurisprudencia como la minoración espiritual derivada 
de la lesión a un interés inmaterial4. La dificultad —¡nos permitimos citar una vez 
más!— aparece clara en la frase: “no admiten cambio por un equivalente al carecer de 
mercado que valore las consecuencias y las regenere, esto es, produzca los bienes o 
derechos perdidos y sea capaz de reemplazarlos”. A diferencia de los daños materiales, 
definidos por el doctor Henao como “aquellos que atentan contra bienes de naturaleza 
económica, es decir, medibles o mesurables en dinero” (Henao, 2007, p. 195). En 
definitiva, los daños inmateriales no cuentan con un sustento material que permita 
realizar el cálculo del daño irrogado.  
 
Establecida la diferencia entre daños materiales e inmateriales, debemos hacer 
referencia, de igual manera, a las diferencias existentes entre daño y perjuicio. Pese a 
que en multiplicidad de ocasiones se asimilan las nociones de daño y perjuicio, el 
Profesor Henao nos recuerda que el daño es “un hecho (…)”, un “(…) atentado material 
sobre una cosa, como lesión- y el perjuicio (…)”, por su parte, es el “(…) menoscabo 
patrimonial que resulta del daño, consecuencia del daño sobre la víctima (…)” 
                                                          
competencia para resolver asuntos de responsabilidad del Estado pasó a residir en el Consejo de Estado 
como Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Expediente 30871. 
19/10/2007. Ver también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C. Expediente 31363. 12/06/2014. 
xi 
(Esguerra, 2019, p. 78). Para reiterar, puede entenderse que el daño es el hecho dañoso 
en sí mismo y el perjuicio es la consecuencia negativa del mismo.  
 
Una vez realizadas las precisiones conceptuales, debemos retomar el fin de esta 
monografía, que se centra en la dificultad de tasar los daños inmateriales en Colombia. 
El tema propuesto, es un tema actual, pese a que ha venido siendo regulado 
jurisprudencialmente desde el año 1922, cuando se compensó, por primera vez, la 
causación de un daño moral al señor León Villaveces. En ese sentido, debemos exaltar 
que, a pesar de la loable labor desarrollada por los jueces en Colombia —y aunque en 
el año 2014 el Consejo de Estado profirió ocho (8) sentencias de unificación con el 
objeto de unificar criterios en lo que respecta al reconocimiento y liquidación de los 
perjuicios morales en caso de muerte, de lesiones, de privación injusta de la libertad, 
de afectación relevante a bienes o derechos convencional y constitucionalmente 
amparados, y de daño a la salud— la tasación del daño inmaterial sigue siendo un tema 
apremiante. Y esto porque, aunque existen unos topes y unos criterios para efectos de 
tasar el daño inmaterial, los mismos siguen siendo insuficientes para garantizar la 
reparación integral, el respeto y garantía de derechos de estirpe constitucional como la 
igualdad, el debido proceso y la dignidad humana. 
 
En ese sentido, el problema jurídico que se pretende resolver con esta monografía es 
determinar si los baremos creados por el Consejo de Estado, con las sentencias de 
unificación proferidas en el año 2014, permiten la materialización de derechos de 
estirpe constitucional tales como la igualdad, el debido proceso y la dignidad humana. 
El primer paso para acercarnos a la solución del problema jurídico planteado es reiterar 
qué es el daño inmaterial. El daño inmaterial ha sido definido por el Consejo de Estado 
como la minoración espiritual derivada de la lesión a un interés inmaterial5. Esta 
definición se adapta mejor a los principios que rigen el Estado Social de Derecho, toda 
                                                          
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Expediente 30871, 
19/10/2007. Ver también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C. Expediente 31363, 12/06/2014. 
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vez que le posibilita a aquellas personas que por condiciones físicas y/o psíquicas no 
pueden experimentar sentimientos de tristeza, pena, dolor o angustia la reparación de 
los perjuicios inmateriales ocasionados. En este punto, debe recordarse que, 
 
La persona en cuanto exhale un hálito de vida, es un ser espiritual, que es 
digna por el solo hecho de serlo; sostener que aquella no sufre perjuicio 
moral porque no siente, es aniquilar o desconocer su esencia misma y su 
dignidad (art. 1º C.P.), y reducir el ser humano a la mera sensibilidad o 
cruda materialidad, dejando de lado su naturaleza axiológica6. 
 
Una vez hemos esbozado el concepto de daño inmaterial, en el desarrollo de la 
monografía, se analizarán las dificultades para definirlos y clasificarlos. Seguidamente, 
se establecerán las dificultades para el reconocimiento y tasación de los mismos. 
Ulteriormente, daremos respuesta al problema jurídico planteado, es decir, si los 
baremos creados por el Consejo de Estado, con las sentencias de unificación proferidas 
en el año 2014, permiten la materialización de derechos de estirpe constitucional tales 
como la igualdad, el debido proceso y la dignidad humana. 
  
                                                          
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Expediente 
30871, 19/10/2007. Ver también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera. Expediente 27268, 01/10/2008.  
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CAPÍTULO I. DIFICULTADES PARA LA DEFINICIÓN Y CLASIFICACIÓN 
DE LOS DAÑOS INMATERIALES 
 
 
Cuando se estudia el daño inmaterial y su compensación, nos enfrentamos de forma 
inmediata a la siguiente dificultad: ¿se puede pagar el daño inmaterial? ¿Cómo se 
repara algo que no tiene sustento material y, por ende, no puede ser medido 
aritméticamente? Para abordar estos interrogantes, debemos decir primero qué es lo 
que persigue la figura del daño inmaterial. Si pudiésemos ponerlo en palabras de 
Séneca, quien es citado por María Linacero (2010), el daño inmaterial busca la 
protección de “aquellos bienes sin los cuales, ciertamente, se puede vivir, pero sin los 
cuales es preferible la muerte: sine quibus possumus vivere, sed mors potius est” 
(Linacero, 2010, p. 1559).  
 
Por otra parte, los daños inmateriales son definidos por Henao como aquellos “que no 
tienen una naturaleza económica, en el sentido que, por definición, no se les puede 
medir en dinero” (Henao, 2007, p. 230). Para el profesor Brebbia, quien acoge la 
propuesta de definición de Casielo, el daño moral o extrapatrimonial7 resulta “de la 
violación a un derecho o interés jurídico de naturaleza extrapatrimonial (v.gr., lesiones 
o menoscabos a la integridad física, al honor, a la libertad u otros derechos de la 
personalidad protegidos por el ordenamiento jurídico)” (MCausland, 2008, p. 20). En 
otras palabras, los daños inmateriales son afectaciones irrogadas a bienes que, por su 
incorporeidad y por su falta de valor monetario, no son susceptibles de ser 
justipreciados con exactitud, empero, por su valor social y moral, son protegidos por el 
ordenamiento jurídico (Álvarez & Martínez, 2006).  
                                                          
7 Aclaramos que no seguimos la denominación de “daño extrapatrimonial”, toda vez que compartimos 
lo sostenido por el profesor Henao, según el cual "es imposible concebir un daño que afecte un bien que 
se encuentre fuera del patrimonio, es decir, que sea extrapatrimonial. Si patrimonio es el “conjunto de 
bienes y de obligaciones de una persona”, y si bien es, al decir de los mismos autores, “todo derecho 
subjetivo patrimonial”, los daños sólo pueden afectar el patrimonio” (Henao, 2007, p. 192). 
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Es importante mencionar, y como es de esperarse, que el Estado con su actuar puede 
ocasionar daños antijurídicos8. En esta medida, cuando se comprueba la 
responsabilidad del Estado, los daños deben ser reparados, trátese de daños materiales 
o inmateriales, pues con ocasión al principio de reparación integral9, es deber del 
Estado, dejar a la víctima indemne o en una situación similar a la que se encontraba 
con antelación a la producción de la conducta dañosa. Ya tendremos que decir algo 
más en esta vía.  
 
1.1  EL CAMINO HACIA EL RESARCIMIENTO DEL DAÑO INMATERIAL 
 
Con este acápite, se iniciará el recorrido en torno al surgimiento del reconocimiento de 
los daños inmateriales en Colombia, seguidamente se analizarán las dificultades de 
clasificación de los mismos, para finalmente arribar a su regulación actual.  
 
En Colombia, durante todo el siglo XIX, se pasó por alto el reconocimiento de los 
daños inmateriales con sustento en argumentos como que “las lágrimas no se 
monedean, que indemnizar un perjuicio que no tiene de por sí una naturaleza 
económica es desbordar el campo de la responsabilidad civil que busca dejar 
                                                          
8 La Corte Constitucional en la sentencia C- 333 de 1996, dejó claro que la responsabilidad patrimonial 
del Estado es: (…) un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad 
del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia 
actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se 
requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen 
constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del estado de responder por los perjuicios 
antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual 
implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y este sea imputable al Estado, se origina un 
traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. (p. 
11) Ver también: Corte Constitucional, C-286/2017. 
9 El principio de reparación integral ha sido definido como: (…) un precepto que orienta el resarcimiento 
de un daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al que 
se encontraba antes de la ocurrencia del mismo, debe ser interpretado y aplicado de conformidad al tipo 
de daño producido, es decir, bien que se trate de uno derivado de la violación a un derecho humano, 
según el reconocimiento positivo del orden nacional e internacional, o que se refiera a la lesión de un 
bien o interés jurídico que no se relaciona con el sistema de derechos humanos, de acuerdo a sentencia 
31250, Subsección C, 20 de octubre de 2014. (Hernández, 2015, p. 276). 
Ver también: Corte Constitucional, C-163/2000; Corte Constitucional, C-916/2002 y Nanclares & 
Gómez, 2017. 
3 
patrimonialmente indemne a la víctima”. (Henao, 2007, pp. 230, 231). Escritores como 
Planiol y Ripert, sostuvieron, por su parte que: “(…) un perjuicio moral no es 
susceptible de reparación adecuada por medio de una indemnización en dinero, y 
cualquier suma constituiría para la víctima una pura ganancia y para el condenado una 
pena privada”10. Pese a lo anterior, los primeros daños inmateriales en nacer a la vida 
jurídica en Colombia, fueron los daños morales, entendidos como el dolor, la aflicción 
y/o la perturbación del estado de ánimo. Bajo esa concepción, el daño moral fue 
asimilado y confundido con el concepto de daño inmaterial. Hoy día es claro que el 
daño inmaterial abarca otro tipo de daños inmateriales incluidos entre ellos el daño 
moral y este último resulta ser una especie dentro del género (Cortés, 2009, p. 194)11. 
 
En lo que respecta a la responsabilidad civil, nuestro país se inspiró en el modelo 
francés12, empero, no fue sino hasta el año 1922, que se inició el reconocimiento, vía 
jurisprudencial, del daño moral. Fue así como, la Sala de Casación Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, con la sentencia de 21 de julio y con la posterior aclaración a 
través de la sentencia de 22 de agosto de 1924, casó la sentencia del caso del señor 
                                                          
10 Corte Suprema de Justicia, Sala de Negocios Generales, GJ LI, 23/04/1941, p. 451. 
11 “La expresión «daño moral» tiene su origen en lo que en el antiguo Derecho común se llamaba Pretium 
doloris, y en el antiguo Derecho germánico Wehrgeld o rescate de la sangre o dinero del dolor” 
(Linacero, 2010, p. 1565). En el derecho Germánico se creó la wehrgeld o rescate de sangre o dinero del 
dolor, figura a través de la cual el sujeto activo de una conducta dañosa otorgaba a la víctima o a sus 
parientes dinero o bienes, conforme a las escalas fijadas, a la gravedad de la conducta y a la posición 
social de los afectados; con la finalidad de atenuar la venganza privada. En sus inicios la "Wehrgeld" era 
de libre aceptación por parte de los afectados, sin embargo, se transformó en un derecho del sujeto activo 
de la conducta dañosa, que eliminaba el derecho de venganza por parte del afectado y su familia.  La 
función otorgada a las multas en el sistema alemán era punitiva y compensatoria, ello, por cuanto no 
existía división entre el derecho penal y el derecho civil. (Domínguez, 1998). Ahora bien, es importante 
mencionar que: (…) la Constitución Criminalis Carolina o Lex Carolina del Sacro Imperio Romano 
Germánico fue el primer cuerpo de derecho penal alemán (…)” y “ya reconocía a una persona 
injustamente torturada el derecho a la reparación de los daños sufridos. El resarcimiento se concedía 
también a la mujer, previamente honrosa, que a causa del daño veía disminuir sus perspectivas de 
matrimonio y manutención (…) (Linacero, 2010, p. 1566).  
12 El artículo 2341 de nuestro Código Civil (“El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño 
a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa 
o el delito cometido”), encuentra inspiración en el artículo 1832 del Code Francés de 1804 (Every action 
of man whatsoever which occasions injury to another, binds him through whose fault it happened to 
reparation thereof) y en el artículo 2314 del Código Civil Chileno (El que ha cometido un delito o 
cuasidelito que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización; sin perjuicio de la pena que le 
impongan las leyes por el delito o cuasidelito). 
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León Villaveces. En ella, el accionante solicitaba, entre otras cosas, el reconocimiento 
de los daños morales ocasionados por el Municipio de Bogotá al exhumar el cadáver 
de su esposa sin su autorización y haber depositado sus restos en una fosa común. Con 
antelación a la mención del sustento empleado por el órgano de cierre de la Jurisdicción 
Ordinaria, para otorgar la reparación de los daños morales causados al actor, es 
relevante mencionar lo sostenido por el Tribunal de Bogotá que resolvió en segunda 
instancia, y confirmó la sentencia de primera instancia, a saber: denegar las 
pretensiones, argumentando que, si bien se habían lesionado afectos, no se habían 
demostrado los perjuicios patrimoniales derivados de dicha lesión. De la anterior 
decisión, se colige la marcada línea de denegar el reconocimiento de los daños morales 
ocasionados, por cuanto estos no podían tener una existencia propia e independiente de 
la del daño material. 
 
A pesar de que la posición adoptada por los jueces, que conocieron en primera y 
segunda instancia del precitado caso, era la de mayor aceptación para la época, la Sala 
de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia sostuvo que, “tanto se puede dañar 
a un individuo menoscabando su hacienda, como infiriéndole ofensa en su honra o en 
su dignidad personal o causándole dolor o molestia de obra de malicia o negligencia en 
el agente”13, y haciendo uso del artículo 34 de la Ley 57 de 1887, que establece como 
fuente de obligaciones el delito y cuasidelito, también  del artículo1494 del Código 
Civil Colombiano que determina como origen de obligaciones el hecho que ha inferido 
injuria o daño a otra persona, la Corte Suprema de Justicia casó la sentencia y reconoció 
por primera vez el pago de los perjuicios morales ocasionados. ¡Este es el hito histórico 
que hace nacer el daño moral en el derecho colombiano!  
 
De la sentencia en mención, el doctor Felipe Navia extrajo las siguientes conclusiones, 
las cuales compartimos en su totalidad: 1) se le otorgó importancia al daño inmaterial, 
pues se afirmó que cuando se infligían ofensas al honor, a la dignidad personal y se 
                                                          
13 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación; GJ- XXIX, 21/07/1922, p. 220. 
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causaban molestias, dichos daños eran resarcibles; 2) se reconoció que se pueden 
generar daños morales a partir de la destrucción y/o deterioro de cosas; y 3) se acepta 
que es el juez quien debe calcular el valor de la indemnización con sustento en la 
equidad, la ayuda de peritos y de otros medios de prueba (2007, pp. 295, 296)14. 
 
Antes de continuar, debemos hacer referencia a algunas de las definiciones del daño 
moral, iniciando por Renato Scognamiglio, el cual fue citado por la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia del 28 de noviembre de 1983, y quien sostuvo que el daño moral 
es aquel que “(…) se refiere propiamente a la esfera psíquica, del sujeto; es decir, al 
complejo de sus sentimientos, afectos, etc., en los casos en que resulten lesionados con 
una infracción. Se identifica con los dolores, las turbaciones psíquicas, etc., que derivan 
del quebranto padecido”15. A su vez, Alessandri Rodríguez, citado por la misma 
Corporación en la precitada providencia, sostuvo que: 
 
(…) el daño moral es el que proviene de toda clase de acción u omisión que 
pueda estimarse lesiva a las facultades espirituales, a los afectos o a las 
condiciones sociales o morales inherentes a la personalidad humana; en 
último término, todo aquello que signifique un menoscabo de los atributos 
o facultades morales del que sufre el daño (p. 252). 
 
El tratadista José de Aguiar sostuvo en el Tratado de la responsabilidad Civil que “(…) 
el daño moral es el efecto no patrimonial de la lesión de derecho, y no la propia lesión, 
abstractamente considerada”16. Posteriormente, se amplió el concepto de daño moral y 
se sostuvo que este no se limita al dolor y la aflicción generados con la materialización 
del daño, sino que también amparaba sentimientos como la solidaridad, alegría, apoyo 
mutuo, protección, entre otros17. Pese lo anterior, es preciso afirmar que parte de la 
doctrina ha sostenido, de forma clara, que no es correcto asimilar el daño moral con 
                                                          
14 Ver también: (Koteich, 2006, pp. 181, 182) 
15 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, GJ - CLXXII, 28/11/1983 p. 252. 
16 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 1507, 
19/05/1975, p. 10. 
17 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 5606, 
16/11/1989. 
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sus expresiones, es decir, con el dolor, la pena y la angustia, toda vez que esta últimas 
constituyen las expresiones del daño. En ese sentido, se puede afirmar que, el daño 
moral se entiende como la afectación negativa infligida al patrimonio espiritual de la 
persona que lo sufre, por lo tanto, posee un carácter abstracto e inmaterial.  Y su 
establecimiento y determinación requiere de la realización de un esfuerzo mayor que 
el que implica la determinación de un daño material, pues no existe un sustento objetivo 
que facilite dicha labor. Una vez precisado el concepto de daño moral, como primer 
daño inmaterial reconocido en Colombia, es necesario adentrarnos, a continuación, en 
las dificultades para la clasificación de los daños inmateriales. 
 
1.2 DIFICULTADES PARA LA CLASIFICACIÓN DEL DAÑO INMATERIAL 
 
En este aparte, se hará referencia a la clasificación del daño inmaterial, el cual se 
encuentra dividido en la actualidad en daño moral, daño a la salud y daño a bienes 
convencional y constitucionalmente protegidos. De igual manera, se examinará el 
surgimiento de cada uno de los precitados daños y la evolución que han tenido desde 
el momento de su reconocimiento hasta la expedición de las sentencias de unificación 
del año 2014. 
 
1.2.1 Daño moral 
Como se acaba de mencionar, el primer daño inmaterial en nacer a la vida jurídica en 
Colombia es el daño moral, el cual fue reconocido por primera vez en el año 1922 con 
ocasión al caso del señor León Villaveces. Con posterioridad a la expedición de la 
precitada sentencia, se empezaron a hacer esfuerzos por parte de la jurisprudencia 
colombiana por clasificar el daño moral. En ese sentido, la primera clasificación que 
se realizó fue la del daño moral subjetivo y daño moral objetivado18.  El daño moral 
                                                          
18 La Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, se definió al daño moral objetivado como aquel 
que (…) es el susceptible de concretarse probatoriamente en detrimentos patrimoniales sin perder su 
naturaleza original, e inobjetivados; que son aquellos que por permanecer en el campo estrictamente 
espiritual no puede traducirse o representarse en deterioros patrimoniales que den base cierta y apreciable 
para su avaluación, que por este motivo tiene que ser irremediablemente arbitraria (…). (Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Civil, GJ - LI, 20/06/1941 p. 300). 
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objetivado, no es otro daño distinto que el daño material que puede ser debidamente 
justipreciado, no ocurriendo lo mismo con el daño moral subjetivo, pues este último, 
 
 (…) es indeterminable, aunque existe; es inconmensurable, aunque puede 
constatarse; y a pesar de que su intensidad tiene grados, no hay medio que 
permita justipreciar su monto en cada ocasión, pues no se conoce unidad 
de medida que permitiera valorarlo exactamente en sus distintas 
manifestaciones19.  
 
El daño moral subjetivo fue dividido en “daño al patrimonio moral de la persona 
(dolor, padecimientos, etc.) y el daño al patrimonio social de la misma (buen nombre, 
imagen, reputación, honor)” (Koteich, 2012, p. 196)20. La partición es la muestra de la 
dificultad, cuando se habla de daño inmaterial, de la falta del sustento físico o material 
para su tasación21. Ahora bien, se debe aclarar que, en la actualidad la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa solo emplea la figura de daño moral, como la minoración 
espiritual que sufre la víctima como consecuencia de la conducta dañosa. En ese orden 
de ideas, debemos reiterar que, la figura del daño moral objetivado no hacía nada 
distinto a reparar, bajo la figura del daño moral, un daño material; en ese sentido 
debemos analizar, seguidamente, si es posible que las personas jurídicas sean sujetos 
pasivos del daño moral. 
 
                                                          
19 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 1839, 
15/12/1978, p.13. Ver también: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, expediente 
21801, 11/08/2011. 
20 Ver también: Corte Suprema de Justicia, Sala de Negocios Generales, GJ LI, 23/04/1941. 
21 La Corte Suprema de Justicia, con ponencia del Magistrado Aníbal Cardozo Gaitán, Sala de Negocios 
Generales, abril 22 de 1941, dijo al respecto lo siguiente: “este daño moral no objetivado, inasible por 
su naturaleza, no puede reducirse a cifras ni traducirse pecuniariamente, si no se quiere caer en la más 
completa arbitrariedad. Por eso si de reparación del daño moral se trata, ha de admitirse que como tal no 
es posible lograrla sino en medida de su objetivación. En la zona del daño puramente subjetivo y social 
la reparación no se realiza completamente, porque es imposible alcanzarla, porque los sentimientos no 
se compran ni se venden, porque la estimación social y pública no es artículo de comercio y porque el 
dinero es incapaz de restablecer el equilibrio espiritual alterado por la lesión emanada de esta clase de 
daño. Admitir el "pretium doloris" para compensar económicamente el daño subjetivo es aceptar un 
absurdo moral en lo moral y en lo jurídico. (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, expediente 1507, 19/05/1975, pp.6,  7).  
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Partiendo de la premisa de que el daño moral es la afectación negativa infligida al 
patrimonio espiritual de la persona que lo sufre, por tanto, posee un carácter abstracto 
e inmaterial, se puede concluir razonablemente que el daño moral no puede predicarse 
de las personas jurídicas.  No obstante lo anterior, parte de la doctrina sostuvo que las 
personas jurídicas sí pueden sufrir perjuicios morales cuando se vean afectados bienes 
tales como el honor, el buen nombre, entre otros22. A tal efecto, 
 
(…) el profesor Renato Scognamiglio en su ensayo sobre El daño moral, 
traducido, por el doctor Fernando Hinestrosa Forero y publicado por el 
Externado de Colombia, donde al cuestionar la posibilidad de que la 
persona jurídica sea susceptible de sufrir perjuicios morales, afirma: 
 
Parece que la doctrina se preocupa sobre todo por otorgar a las personas 
jurídicas una protección adecuada que llevaría a compensarles el perjuicio 
recibido en su honor, en su prestigio y atributos similares. Pero aquí vuelve 
a aflorar la habitual confusión entre el daño infligido a los bienes de la 
personalidad y el daño moral; que viene a superarse si se considera que la 
ofensa al honor, etc., es resarcible de suyo. Si además de esta consideración 
se tiene firme la noción técnica y más segura del daño moral, como 
sensación aflictiva con ciertos agravios, ya desde el vistazo se muestra 
imposible la concepción de un moral a la persona jurídica, que careciendo 
de personalidad sicofísica, ciertamente no podría sufrir dolor por cualquier 
ofensa a su reputación. 
 
Por su parte, el Consejo de Estado sostuvo que:  
 
(…) si bien por regla general la indemnización por perjuicios morales va 
acorde con la aflicción, la pena, el abatimiento y amargura sufridos por la 
persona como consecuencia del daño recibido, tal gama de sentimientos 
angustiosos es inherente al ser humano sensitivamente capaz de recibirlos, 
de tal forma que la persona jurídica incapacitada e inhabilitado por su 
                                                          
22 Adriano de Cupis, empleando la distinción entre daño privado patrimonial y no patrimonial y 
sosteniendo que los sufrimientos y las sensaciones dolorosas no representan todos los perjuicios no 
patrimoniales pues se deja por fuera el prestigio y la reputación pública, sostuvo que las personas 
jurídicas sí pueden sufrir daños inmateriales. En el mismo sentido los profesores Henry y León Mazeaud 
y André Tunc, en su Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil, sostuvieron que, una 
persona jurídica en la medida en que posee un patrimonio extrapecuniario, puede sufrir un perjuicio 
moral, en la medida en que se vean afectados bienes como el honor (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 7881, 20/08/1993). 
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propia naturaleza para experimentar tales sensaciones, queda exenta de 
pretender indemnizaciones de índole moral (…)23  
 
De lo anterior se colige que las personas jurídicas, en tanto no poseen un patrimonio 
espiritual que se pueda ver afectado con la producción de una conducta dañosa, están 
imposibilitadas para sufrir un daño moral, empero, cuando se produzca la afectación a 
derechos como el buen nombre, se deberán emplear mecanismos, que no 
necesariamente deben ser pecuniarios, para resarcir el daño antijurídico irrogado a la 
víctima24, en este caso, a la persona jurídica afectada25. Ahora bien, es menester 
clarificar que una cosa es el daño inmaterial irrogado a la persona jurídica y otra muy 
distinta son las repercusiones negativas que a nivel pecuniario puedan tener dichos 
daños, en dicho caso, para efectos de reparar los daños materiales irrogados, se debe 
acudir a figuras tales como el lucro cesante y el daño emergente. 
 
Una vez aclarado el concepto de daño moral y lo que abarca el mismo, debemos 
estudiar el daño fisiológico, que fue el segundo daño inmaterial en nacer a la vida 
jurídica en Colombia. 
 
  
                                                          
23 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 7881, 
20/08/1993, p. 10. 
24 Consultar también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
expediente 6221, 27/08/1992 
25 En sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, el veinticuatro (24) de marzo de 
dos mil once (2011), expediente con número de radicación: 18.956 (R-0525), se resolvió, entre otras 
cosas, la solicitud de reparación de los daños morales irrogados a la comunidad indígena denominada 
“La Sortija”,  por la muerte del gobernador indígena Medardo Ducuara Leyton. En dicha providencia se 
condenó al Estado a pagarle a la comunidad indígena por concepto de perjuicios morales la suma de 100 
S.M.L.M.V., bajo el argumento de que no hay duda de que la comunidad “La Sortija” resultó afectada 
con la muerte de su líder indígena, hecho que debió producir gran congoja y profundo dolor entre sus 
miembros, pues el hoy fallecido era el representante de la comunidad y gozaba de gran respeto y 
admiración. De la precitada sentencia se puede colegir que pese a que se sostiene que se reconocen 
perjuicios morales a una persona jurídica, es decir, a la comunidad indígena la Sortija, en realidad, se le 
están reconociendo perjuicios morales a sus miembros, porque las personas jurídicas no pueden ser 
sujetos pasivos del daño moral.  
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1.2.2 Perjuicio fisiológico 
En el país, la primera manifestación en torno al reconocimiento del perjuicio 
fisiológico, en la Jurisdicción Contencioso Administrativa, se produjo en el año 199226, 
con ocasión al caso de la señora Mariana Barazutti27, la cual, con posterioridad a una 
intervención quirúrgica por parto, quedó con una fístula rectovaginal. La Sección 
Tercera del Consejo de Estado, en esa ocasión, empleó un concepto amplio del daño 
moral y condenó a la parte accionada al pago de 1.800 gramos oro a la parte 
demandante por los perjuicios fisiológicos causados (Durán, 2016, p. 195). 
Posteriormente, en el año 1993, la Sección Tercera del Consejo de Estado empezó a 
reconocer la existencia de un daño de carácter inmaterial diferente al perjuicio moral, 
denominado perjuicio fisiológico. Este perjuicio fue definido como aquel que tiene 
la capacidad de alterar la función psicofísica y orgánica de las personas que lo 
padecen y cuya característica principal es la objetividad y exterioridad de la situación 
perjudicial28. El doctor, Javier Tamayo Jaramillo, por su parte, aseveró que el 
perjuicio fisiológico, es un perjuicio relacionado con la “pérdida de la posibilidad de 
realizar otras actividades vitales que, aunque no producen rendimiento patrimonial, 
hacen agradable la existencia”29.   
                                                          
26 Sostiene la doctora Koteich, que existe un antecedente del perjuicio fisiológico que ha sido ignorado 
y es el contenido en la sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, expediente 
6572 de 1991. El caso a resolver fue el siguiente: un agente de la Policía Nacional, dio muerte en el 
interior de una inspección de policía a la secretaria del despacho y lesionó de 7 balazos a la Inspectora. 
El accidente sufrido por la Inspectora, le ocasionó fracturas múltiples del fémur izquierdo que la tuvieron 
totalmente incapacitada para trabajar durante más de un año y le dejó como secuela permanente una 
incapacidad parcial para trabajar del 50%. En esta sentencia se muestra la necesidad de reconocer el 
perjuicio fisiológico como daño autónomo, al efecto se sostuvo: "Inclusive, cuando no hay ninguna 
pérdida de remuneración, un daño material puede existir por el solo hecho de las lesiones físicas y deberá  
siempre ser evaluado teniendo en cuenta las repercusiones reales o probables, el esfuerzo suplementario 
de la víctima para poder cumplir el mismo trabajo, el riesgo de no poder hallar otro empleo en caso de 
que deba cambiar, la posibilidad de disponer anticipadamente de su organismo, etc.  Ese perjuicio 
material debe ser evaluado e indemnizado.  A ese respecto los ingresos de la víctima no constituyen pues 
el único factor de medida.  No son más que un criterio de apreciación entre otros" (p. 18). 
27 Resuelto mediante sentencia de 14 de febrero de 1992, expediente 6477. 
28 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 10421, 
25/09/1997. 
29Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 11.842, 
19/07/2000, p. 32. Ver también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, expediente 19031, 14/09/2011. 
El perjuicio fisiológico fue definido como, (…) la lesión a la integridad psico-física en sí mismo 
considerada, en cuanto incide en el valor hombre en toda su concreta dimensión, y que no se agota en su 
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De lo expuesto se extrae, tal como lo sostuvo Koteich, que tanto la doctrina como 
jurisprudencia, unieron rubros de perjuicios diferentes, tales como el perjuicio 
fisiológico de origen francés y cuyo símil es el daño a la salud italiano con el daño a 
la vida de relación (italiano) y el perjuicio del agrado30 (francés) (2012, pp. 208, 209). 
No obstante lo anterior, es importante insistir en que el perjuicio fisiológico es aquel 
que altera negativamente la integridad psicofísica de una persona, en otras palabras, 
afecta de forma negativa y antijurídica bienes físicos y psíquicos de un sujeto, sin que 
en dicha tipología se puedan incluir otro tipo de perjuicios como lo son el del placer o 
agrado y el de la vida de relación, pues tal y como lo sostiene Koteich, “la pérdida del 
placer de la vida, vendría siendo apenas un componente “dinámico” o complementario 
del daño a la salud italiano y una categoría diferente del perjuicio fisiológico en el 
ordenamiento francés, representado por el “préjudice d´agrément” (2012, pp. 209, 
210). 
 
Posteriormente, el Consejo de Estado31, en 1997, extrajo las siguientes características 
del perjuicio fisiológico: 
 
ellos son de inspiración eminentemente jurisprudencial porque no hay una 
norma que los reconozca; (2) pertenecen a una categoría intermedia de 
daño y se conforman ya de perjuicios morales ya de perjuicios materiales, 
pero se diferencian puesto que están acompañados de una frustración de 
hacer una actividad de la cual el lesionado obtenía placer físico o espiritual; 
(3) se deben reparar en concreto y en consecuencia el juez debe tener en 
                                                          
sola actitud a producir riqueza sino que se conduce a la suma de las funciones naturales referentes al 
sujeto y en el ambiente en el que su vida se desarrolla y sus eventos no solo económicos, sino también 
biológicos, sociales, culturales, estéticos. (Gázquez, 2017,). El doctor Felipe Navia Arroyo, por su parte, 
sostuvo que el concepto de perjuicio fisiológico es, (…) muy parecido al de modificación en las 
condiciones de existencia, ideado por la jurisprudencia administrativa francesa, para cuando la lesión 
corporal, trátese de simples heridas o de la muerte de la víctima directa, producen una modificación 
anormal en el curso de la existencia del demandante, en sus ocupaciones, en sus hábitos o en sus 
proyectos. (Navia, 2007, p. 299). 
30 La noción de perjuicio de agrado tuvo en su origen un significado preciso y restringido, limitado a la 
privación que sufría la víctima de realizar una actividad en particular, como la práctica de un deporte o 
una actividad cultural o un placer preciso; sin embargo a partir de 1977 la jurisprudencia (francesa) 
ensanchó el concepto, para entender por perjuicio de agrado una genérica privación de los placeres de 
una vida normal (Cortés, 2009, p. 171). 
31 Mediante sentencia 12499 del 13 de junio de 1997  
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cuenta las circunstancias particulares, personales y sociales de la víctima; 
(4) para su cuantificación se debe considerar que los perjuicios fisiológicos 
pueden ser genéricos, aquellos que se produzcan a todas las personas  
(pérdida de un órgano), o también específicos, es decir la incidencia de la 
lesión en las actividades que antes de la lesión daban placer a la víctima y 
que no puede realizar más32. 
 
De lo anterior, habría que destacar, tal y como lo hace la doctora Koteich, que se 
produjo, por un lado, la suma del daño emergente y del pretium doloris con un aumento 
que responde a la gravedad de las lesiones (2012, pp. 213-214), y, por otro lado, se hizo 
alusión a un perjuicio fisiológico genérico y a uno específico. 
 
El primero se liquida de la misma manera para todas las personas (no se 
alude al método de cuantificación utilizable para el efecto puedo haber sido 
el calcul au point) constituyéndose así en una base inicial uniforme en el 
establecimiento del daño; y el segundo, que se requiere de prueba 
específica para apenas aumentar el quantum de la indemnización (2012, p. 
216). 
 
Ahora bien, se debe mencionar que gran parte de la doctrina y de la jurisprudencia 
sostiene que el desacertado empleo del concepto fisiológico, en Colombia, deviene de 
la deficiente traducción de la jurisprudencia francesa, la cual, 
 
En una sentencia de la Corte de Casación del 5 de marzo de 1985 distinguió 
entre el daño derivado de la privación de los placeres de la vida normal, 
distinto del perjuicio objetivo resultante de la incapacidad constatada y los 
problemas psicológicos que afectan las condiciones de trabajo o de 
existencia de la vida.  El perjuicio psicológico, de acuerdo con esta 
distinción, constituye un perjuicio corporal de carácter objetivo que se 
distingue esencialmente del perjuicio moral reparado bajo la denominación 
de perjuicio de placer33 . 
 
                                                          
32 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, expediente 
20227, 19/08/2011, p. 34-35. Ver también: (Cortés, 2009, p. 255) 
33 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 10421, 
25/09/1997, p. 12. 
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Como ya se manifestó, el perjuicio fisiológico es aquella afectación negativa a la 
integridad psicofísica de una persona. Es un perjuicio independiente al perjuicio del 
placer de origen francés y a la vida de relación de origen italiano, que tuvo vida en 
Colombia desde el año 1993 hasta el año 2000 (Koteich, 2012, p. 232). Pese a esta 
aclaración, en Colombia, se procedió a diluir la figura del perjuicio fisiológico para dar 
paso al daño a la vida de relación. 
 
1.2.2.1 Del perjuicio fisiológico al daño a la vida de relación 
En el año 2000, el perjuicio fisiológico pasó a denominarse daño a la vida de relación, 
muestra de ello es la sentencia N° 11842 de 19 de julio de 2000, en la que se hizo 
referencia a la clasificación de los daños inmateriales en Colombia como daño moral y 
daño a la vida de relación34. A partir de dicha etapa, se empezó a buscar la reparación 
de la imposibilidad de desarrollar actividades que, si bien no generan dinero o no 
pueden ser calificadas como productivas, hacen agradable la existencia y terminan por 
modificar las expectativas de cara al futuro (Durán, 2016, p. 169)35.  
 
Es importante aclarar que el perjuicio fisiológico limitaba el reconocimiento del daño 
extrapatrimonial a todo perjuicio que surgiera como consecuencia de una lesión física 
o corporal y, por tanto, únicamente le era reconocido a la víctima directa. El daño a la 
vida de relación, por el contrario, pasó a cobijar el resarcimiento de bienes jurídicos 
tutelados como la vida, la integridad personal, la honra, el patrimonio económico36; que 
afectan no solo a la víctima directa sino también a terceros, como ocurre cuando se 
vulnera la honra y el buen nombre de una persona. Es así como la jurisprudencia 
sostuvo que no debía pensarse que el daño a la vida de relación se circunscribe a la 
                                                          
34 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 11948, 
11/10/2000. 
35 Un ejemplo citado, es el siguiente, (…) la incomodidad que representa, para una persona parapléjica, 
la realización de cualquier desplazamiento, que, para una persona normal, resulta muy fácil de lograr, al 
punto que puede constituir, en muchos eventos, un acto reflejo o prácticamente inconsciente. (Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 30114, 16/08/2007, p. 
34). 
36 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 16205, 
10/08/2005. Ver también: (Hernández, 2015, p. 306) 
14 
“afectación sufrida por la persona en su relación con los seres que la rodean”, pues lo 
cierto es que se trata de un daño a la vida exterior y, por tanto, afecta muchos aspectos 
de la vida de la persona que lo padece37. El daño a la vida de relación en otras palabras, 
cobija no solo la afectación negativa sufrida por la víctima sino también por terceros, 
el desarrollo deficiente de actividades placenteras o no, se genera, también, por hechos 
diferentes a una lesión corporal (lesión a bienes tales como el honor, la reputación, el 
buen nombre) y finalmente, “no consiste en la lesión en sí misma, sino en las 
consecuencias que, en razón de ella, se producen en la vida de relación de quien la 
sufre” (Koteich, 2012, p. 224). 
 
Una de las principales críticas que ha recibido este daño es que se torna en un daño 
elitista pues se encuentra ligado al estilo de vida de la víctima y en la medida en que 
esta tenga mayor poder adquisitivo, mayores actividades realizará y mayor será la 
cuantía por concepto de reparación (Koteich, 2012, p. 233)38. Finalmente, debemos 
mencionar que, en esta etapa, se analizó la posibilidad de emplear la denominación 
alteración de las condiciones de existencia, utilizada en Francia39, pero fue descartada 
por el Consejo de Estado, pues se pensó que cualquier perjuicio genera una alteración 
a las condiciones de existencia de la persona que lo padece40. Pese a lo anterior, esa 
denominación se empleó con posterioridad, como se pasará a ver. 
 
1.2.2.2 Del daño a la vida de relación hacia la alteración de las condiciones de 
existencia 
El primer paso del daño a la vida de relación hacía la alteración de las condiciones de 
existencia se produjo con sentencia 14357 del 15 de agosto de 200241, providencia en 
                                                          
37 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 11.842, 
19/07/2000, p. 36. 
38 Ver también: (Cortés, 2009, pp. 173-180). 
39 En Francia, con la alteración de las condiciones de existencia la jurisdicción administrativa indemniza 
lo mismo que la jurisdicción ordinaria a través del perjuicio del agrado (Koteich, 2012, p. 29). 
40 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 19031, 
14/09/2011. 
41 Los hechos que dieron lugar a la sentencia fueron los siguientes: el señor Arturo Miguel Sierra se 
electrocutó cuando instalaba unas lámparas para la prestación del servicio de alumbrado público en una 
15 
la que se reconoció que el hijo póstumo, “sufre un daño en la vida de relación que se 
manifiesta en sus “condiciones de existencia” en virtud de que se verá privado del 
apoyo, afecto y compañía de uno de sus padres” (Koteich, 2006, p. 187). 
Posteriormente, en el año 2007, con ocasión a la sentencia de 15 de agosto, se replanteó 
abiertamente la denominación de daño a la vida de relación, para reconsiderar el 
empleo de la denominación alteración de las condiciones de existencia. Con sustento 
en que este último es un concepto más amplio, en el que se puede incluir no solo la 
afectación de la relación de la víctima con el mundo exterior, sino que también cobija 
los grandes cambios en las condiciones de existencia de la víctima (Durán, 2016, p. 
197)42. Es decir, en sus proyectos, hábitos y costumbres. La procedencia del 
reconocimiento de este daño, en principio, se encontraba limitada a la existencia de una 
alteración drástica de las condiciones de existencia de la víctima, sin embargo, 
posteriormente, se suprimió el adjetivo y calificativo “grave”, al considerarse que se 
podrían alterar de forma negativa las condiciones de existencia y dicha alteración como 
cualquier perjuicio ocasionado debía ser reparado sin colocar la limitación impuesta 
por el adjetivo y calificativo “grave”. En otras palabras, la alteración a las condiciones 
de existencia hace referencia a la afectación negativa de la proyección de la víctima, 
de sus hábitos, costumbres y aspiraciones43.  
 
En este punto se debe mencionar que, el daño a la vida de relación y la alteración de 
las condiciones de existencia, son consecuencias del daño psicofísico, es decir, no son 
                                                          
escuela municipal. En la providencia se sostuvo: (…) en el caso del hijo póstumo si bien es posible que 
se repare el perjuicio moral, es indudable que el daño que principalmente sufre es la alteración de las 
condiciones de existencia. En efecto, si el perjuicio moral es el dolor, la aflicción o tristeza producidos 
por el hecho dañino, es claro que tales sentimientos no fueron experimentados por quien aún no había 
nacido cuando este se produjo. Lo que en realidad afecta a quien pierde a uno de sus padres antes de 
nacer es el apoyo, el afecto y la compañía, que habría recibido de este (…) (Consejo de Estando, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 14357, 15/08/2002, p. 25).  
42 Ver también: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 
38222, 14/09/2011. 
43 “Este tipo de daño es diferente al daño a la vida de relación, por cuanto este último hace referencia a 
la dificultad de realizar actividades que generan placer en la víctima y que pueden ser o no productivas” 
(Gil, 2012) 
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tipologías diferentes, es un daño fisiológico que acarrea consecuencias que bien pueden 
llamarse daño a la vida de relación o alteración de las condiciones de existencia.  
 
1.2.2.3 Surgimiento del daño a la salud44. 
A partir de la expedición de las sentencias “gemelas” de unificación, expedientes 19031 
y 38222 de 2011, se introdujo en Colombia, el concepto de daño a la salud45, bajo el 
cual se  reconocieron daños físicos, psicológicos46, sexuales47, estéticos48, entre otros49. 
En ese orden de ideas, no es posible desagregar o subdividir el daño a la salud o 
perjuicio fisiológico en diversas expresiones corporales (Cárdenas, 2015). La forma 
adecuada de reparar el daño a la salud implica el uso de dos elementos i) uno objetivo 
que es el porcentaje de invalidez determinado y decretado y ii) uno subjetivo, con base 
                                                          
44 Nació en Francia como dommage physiologique o dommage corporel, pero se desarrolló más en Italia 
con la figura del danno biológico (Cortés, 2009, p. 21) “(…) en el derecho romano se reconocía la 
importancia de la integridad psicofísica a partir del concepto de iniuria, es decir, todo aquello que fuera 
contrario a derecho. En las doce tablas se preveían tres posibles situaciones: i) membrum ruptum, 
consistente en la amputación o inutilización del órgano para lo que se aplicaba el mismo principio de la 
Ley del Talión, ii) os factum, lesiones graves sin amputación ni inutilización y iii) iniuriae, 
correspondiente a las lesiones personales de menor gravedad. Con posterioridad, con la expedición la 
ley Aquilia (lex aquilia), se estableció el damnum iniuria datum, de tal forma que cuando el afectado 
con la lesión era un esclavo, se abría paso la reclamación y el pago de una indemnización por ese 
concepto, mientras que si la misma se irrogaba a un hombre libre se aplicaba la ley del Talión porque 
esa afectación no podía ser compensada en dinero” (Gil, 2012, p. 123). 
45 La Corte de Casación Italiana, define el daño a la salud (daño biológico) como aquel que, “consiste 
en el menoscabo anatómico-funcional del sujeto, idóneo para modificar las condiciones preexistentes 
psicofísicas, y por ende, para incidir negativamente en la esfera individual, esto es, en cada una de sus 
manifestaciones concretas e independientemente de la aptitud de la persona para producir rédito” 
(Cortés, 2009, p. 137). Pese a esta nueva posición hay quienes como la doctora Ruth Stella Correa, 
sostuvieron que: “(…) el detrimento psicofísico o corporal en sí mismo no representa objeto de 
reparación y, por tal motivo, es desatinado volver a la expresión de perjuicio fisiológico o de la salud. 
Reconocerlo implica afectar los principios de la reparación, la prohibición del enriquecimiento sin causa 
y el presupuesto público, puesto que el daño por la alteración a las condiciones de existencia abarca o 
comporta la lesión a la salud, sin que pueda reconocerse éste en forma independiente de aquél” 
(Cárdenas, 2015, p. 346). 
46 Álvaro Bustamante Alsina, citado por Diana Rueda, sostiene que “el daño psicológico consiste en una 
perturbación permanente del equilibrio espiritual preexistente, de carácter patológica (…) el daño 
psicológico no es una afección emotiva, el padecer de los sentimientos, pues ello encuadra dentro del 
concepto de daño moral” (Rueda, 2014, pp. 87, 88).  
47 “El pretium sexuale o perjuicio sexual consiste en la imposibilidad (total o parcial) para mantener 
relaciones íntimas normales y para procrear” (Koteich, 2010, p. 175). 
48 “El pretium pulchritudinis o perjuicio estético está constituido por la alteración de la armonía física 
de la persona en virtud de las huellas visibles que deja en ella la lesión corporal, como cicatrices, 
deformaciones, mutilaciones (...)” (Koteich, 2010, p. 174). 
49 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 19031, 
14/09/2011. 
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en el cual aumentará la compensación teniendo en cuenta las particularidades del caso 
y de la víctima (Gil, 2012)50, en ese orden de ideas para reparar el daño a la salud, tal y 
como lo concluyó el doctor Gil: 
 
(…) el juez debe indemnizar a través de un criterio que permita reparar 
todas aquellas lesiones o trasgresiones con que se vea afectada la persona 
o el sujeto, de manera autónoma e independiente, sin que sea válido exigir, 
previa la reparación del daño, la verificación consecuencial de los efectos 
que produce el mismo en el mundo exterior (que puede ser un perjuicio 
interior pero que se traduzca o refleje exteriormente), para luego ser 
indemnizado mediante la aplicación de un concepto genérico que pretende 
englobar todos los bienes jurídicos de los cuales es titular la persona 
humana51. (p. 110) 
 
De lo expuesto no queda sino arribar a la conclusión a la que llegó el Consejo de Estado 
en la sentencia 19031 de 2011, conforme a la cual: 
 
(…) el daño a la salud gana claridad, exactitud y equidad donde los 
precisados perjuicios la pierden, puesto que siempre está referido a la 
afectación de la integridad psicofísica del sujeto, y está encaminado a 
cubrir no solo la modificación de la unidad corporal sino las consecuencias 
que las mismas generan, razón por la que, sería comprensivo de otros daños 
como el estético, el sexual, el psicológico, entre otros, sin que existiera la 
necesidad de ampliar en demasía la gama o haz de daños indemnizables, 
con lo que se conseguiría una sistematización del daño no patrimonial 
(…)52. 
 
En otras palabras, se comparte lo sostenido por una parte de la doctrina conforme a la 
cual, el daño a la salud es un mecanismo idóneo para proteger un radio mínimo y 
esencial de la integridad psicofísica de las personas, con independencia de cualquier 
otra consideración (profesión, deportes que practica…) (Cortés, 2009), aclarando que, 
ello no quiere decir que no se tengan que tener en cuenta para efectos de reparación las 
                                                          
50 Ver también: (Gil, 2012, p. 120) 
51 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 15657, 
04/06/2008, aclaración de voto, C. E. Gil, p. 44). 
52 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 19031, 
14/09/2011 p. 54) 
18 
particularidades del caso y las consecuencias que se generen con ocasión de la 
causación del daño a la salud.  
 
1.2.3 Daño a bienes constitucional y convencionalmente protegidos.  
La tercera categoría de daños inmateriales reconocida en Colombia, es la de daño a 
bienes o derechos convencional y constitucionalmente protegidos53. La Sección 
Tercera del Consejo de Estado, en la sentencia de unificación con número de radicación 
32988 de 2014, sostuvo que las características determinantes del referido daño son las 
siguientes: 
 
i) Es un daño inmaterial que proviene de la vulneración o afectación a 
derechos contenidos en fuentes normativas diversas. 
ii) Se trata de vulneraciones o afectaciones relevantes, las cuales producen 
un efecto dañoso, negativo y antijurídico a bienes o derechos 
constitucionales y convencionales. 
iii) Es un daño autónomo: no depende de otras categorías de daños, porque 
no está condicionado a la configuración de otros tradicionalmente 
reconocidos, como los perjuicios materiales, el daño a la salud y el daño 
moral, ni depende del agotamiento previo de otros requisitos, ya que su 
concreción se realiza mediante presupuestos de configuración propios, que 
se comprueban o acreditan en cada situación fáctica particular. 
iv) La vulneración o afectación relevante puede ser temporal o definitiva. 
 
De lo expuesto hasta aquí se extrae que, es una categoría amplia y excesivamente 
abierta, razón por la cual ha dado lugar a que se cuestione si el reconocimiento de esta 
nueva categoría no daría lugar a la materialización de figuras tales como el 
                                                          
53 “En el 2010 se reconoció una categoría especial de perjuicio “por vulneración de bienes jurídicos 
constitucionales” (Hernández, 2015, p. 307). Esta categoría trae consigo la adopción e inclusión de 
disposiciones internacionales, al respecto se debe recordar que, Colombia hace parte de la Organización 
de Estados Americanos (OEA) y aprobó el Pacto de San José de Costa Rica o CADH (Ley 16 de 1972), 
razón por la cual nuestro país debe cumplir las órdenes que, en la medida de sus competencias, sean 
emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (Durán, 2016). El sustento jurídico 
para dar cabida a esta tipología se encuentra en disposiciones tales como en los artículos 93 y 214 
numeral 2 de la Constitución Política de 1991 y en jurisprudencia tal como la sentencia C-255 de 1995, 
que estableció que el bloque de constitucionalidad está compuesto por, (…) normas y principios que, sin 
aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetro del control 
de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución por 
diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
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enriquecimiento sin justa causa, pues desde una visión amplia, todos los derechos son 
derechos constitucionalmente protegidos y por esa vía se podría llegar a obtener una 
doble reparación por un mismo daño.  
 
Pese a lo anterior, arribó el Consejo de Estado a la conclusión de que todo daño a bienes 
constitucional y convencionalmente protegidos conlleva la obligación del Estado de: 
 
1) Restituir: entendida como la obligación de restablecer a la víctima las cosas al 
estado anterior a la ocurrencia del hecho dañoso. En caso de no ser posible la 
restitución se deberán aplicar otras medidas de reparación.  
2) Indemnizar: entendida como la obligación de resarcir los perjuicios de tipo 
material. 
3) Rehabilitar: es el deber de otorgar a las víctimas, atención médica, psicológica, 
psiquiátrica, de servicios sociales, jurídicos, entre otros.  
4) Satisfacer: es el deber de emplear medidas de carácter simbólico y colectivo.  
5) Adoptar medidas de no repetición: es la obligación de tomar medidas de carácter 
administrativo legislativo o judicial, con el propósito de evitar nuevas lesiones54.  
 
Esta tercera categoría de daño inmaterial se reitera, es una categoría abierta que 
propende por la protección de aquellos bienes constitucional y convencionalmente 
protegidos que no se encuentren incluidos dentro de las categorías de daño moral y 
daño a la salud que cobija el daño a la vida de relación y la alteración a las condiciones 
de existencia55. Esta tipología genera conflicto con respecto a su reconocimiento pues 
hay quienes consideran que se coloca en riesgo la estabilidad financiera del país y se 
corre el riesgo de indemnizar dos veces un mismo perjuicio. Al respecto se debe 
manifestar que, más allá de la estabilidad financiera, que no es un argumento de recibo, 
pues tal y como lo sostuvo el doctor Andrés Ospina, “la función de los jueces es la de 
                                                          
54 CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena, Sección Tercera, expediente 32988, 
28/08/2014. 
55 CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 38222, 14/09/2011. 
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administrar justicia, no la de proteger las finanzas públicas y limitar las condenas del 
estado” (Ospina, 2015, p. 21); se comparte la posición según la cual, se trata de una 
categoría ambigua e innecesaria, pues los bienes y derechos protegidos bajo esta figura 
pueden ser reparados bajo las categorías ya existentes (daños inmateriales: daños moral 
y daño a la salud). Ahora bien, se exaltan los mecanismos empleados para la reparación 
de los daños a bienes convencional y constitucionalmente protegidos, pues son 
herramientas que no se centran en el dinero como herramienta exclusiva de reparación, 
sino que le otorgan a la víctima posibilidades diferentes, tales como la satisfacción, que 
pueden, a la postre, a cercar a la víctima en mayor medida a un intento de reparación 
integral. 
 
CONLUSIÓN 
 
En conclusión, se puede afirmar que el daño inmaterial es un daño incorpóreo e 
inasible, por lo cual su tasación, medición y/o determinación concreta es un problema 
y un desafío para los jueces. El problema estriba en que lo que se persigue con la 
reparación de este tipo de daño, no es solo su reparación, sino también el 
restablecimiento del equilibrio perdido, a partir de la consumación de la conducta 
dañosa.  
 
Así las cosas, el daño inmaterial siempre será un gran reto pues no existe una fórmula 
aritmética para su determinación y, por esto mismo, la tasación de este siempre 
generará posiciones en pugna. Al no existir un método exacto de medición, entonces 
debemos atenernos a soluciones de hombres, soluciones que, por demás, son 
imperfectas.  
 
El primer daño inmaterial, como ya fue mencionado, en nacer a la vida jurídica en 
Colombia es el daño moral. Este, en principio, fue sinónimo del pretium doloris (o 
precio del dolor), sin embargo, como también ya fue expuesto, el daño moral no se 
debe limitar a los sentimientos de congoja, aflicción, angustia o tristeza. Y esto no solo 
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por ser consecuencias del daño, sino porque se limitaría injustificadamente el derecho 
de reparación a aquellas personas a las que se les ha irrogado un daño inmaterial, pero 
que, al momento de su causación, y de la solicitud de reparación, su “consciente 
capacidad afectiva” es limitada o nula. Es por ello por lo que la mejor definición de 
daño moral, por ser la más garantista, es la minoración espiritual generada por la lesión 
a un interés inmaterial56.  
 
El perjuicio fisiológico hoy daño a la salud, que surgió como segunda categoría del 
daño inmaterial en Colombia, sufrió cambios, pasando a denominarse daño a la vida 
de relación y alteración de las condiciones de existencia, los cuales trajeron aparejados 
cambios en los bienes que son objeto de protección, pues se debe recordar que el 
perjuicio fisiológico protege la integridad psicofísica de la víctima y el daño a la vida 
de relación y de alteración de las condiciones de existencia protegen las consecuencias 
del mismo, en ese sentido, estos deben ser resarcidos como parte del daño a la salud, 
aumentando su tasación conforme a las particularidades del mismo y no deben ser 
considerados como categorías independientes del daño inmaterial. Se reitera, lo que 
ocurrió en Colombia, es que se confundieron figuras tales como el daño a la vida de 
relación, de origen italiano, con su equivalente francés prejudice d´agrément o 
perjuicio de agrado, aclarando una vez más que, este rubro empleado por la Jurisdicción 
Ordinaria es el denominado por la Jurisdicción Administrativa como alteración de las 
condiciones de existencia (Koteich, 2012, p. 29). 
 
Finalmente, surge la categoría de los daños a bienes constitucional y 
convencionalmente protegidos, como categoría abierta, que puede dar lugar a una doble 
reparación y que se considera no debería existir, pues en un sentido amplio, todos los 
derechos son derechos constitucionalmente protegidos. 
 
                                                          
56 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 30871, 
19/10/2007. 
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En ese orden de ideas, se considera, como lo ha hecho parte de la doctrina, que los 
daños inmateriales deben clasificarse en dos grandes categorías a saber: daño moral y 
daño a la salud, pues la proliferación de diversas categorías de daño inmaterial termina 
por resarcir los mismos daños bajo diversas denominaciones. Pese a lo anterior, los 
jueces están llamados a resarcir integralmente a las víctimas, conforme a las 
particularidades del caso, bajo los rubros señalados con antelación.  
 
Este escrito nos permite acercarnos al reto que implica tasar bienes inconmensurables, 
cuya importancia y valía radican en el ser humano individual y colectivamente 
considerados. Y esto porque los bienes que se encuentran en juego son aquellos, 
conforme lo sostuvo Séneca, “sin los cuales es mejor no vivir”. De ahí, la importancia 
de la jurisprudencia, a la cual le ha tocado la titánica y espinosa labor de crear 
soluciones imperfectas a las demandas de restablecimiento del equilibrio resquebrajado 
y de emplear el dinero como medida universal de cambio para tasar lo 
inconmensurable. Dice Jacques Derrida: “el derecho es el elemento del cálculo y es 
justo que haya derecho; la justicia es incalculable, exige que se calcule con lo 
incalculable” (Derrida, 2001, p. 142), en ese sentido en el próximo capítulo se 
analizará, en concreto (en especial las sentencias de unificación proferidas en el año 
2014), cómo se han venido tasando los daños inmateriales en el país, desde sucesos 
como la muerte, la privación injusta de la libertad, la invalidez permanente y/o 
transitoria, entre otros. Para, finalmente, determinar si la forma en que se ha tasado el 
daño inmaterial permite la materialización de principios y derechos de estirpe 
constitucional tales como la dignidad humana, la igualdad y el debido proceso. 
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CAPÍTULO II. DIFICULTADES PARA EL RECONOCIMIENTO Y LA 
TASACIÓN DE LOS DAÑOS INMATERIALES 
 
 
En este aparte se examinarán aspectos procesales y sustanciales en torno al 
reconocimiento y tasación del daño inmaterial en Colombia. En ese sentido, se 
revisarán aspectos como la legitimación en la causa por activa (hermanos, menores e 
hijos póstumos), las pruebas del daño inmaterial, el empleo del arbitrio iuris como 
herramienta de tasación del daño inmaterial y el surgimiento de los baremos 
contemplados en las sentencias de unificación proferidas en el año 2014, para, 
finalmente, arribar a la posibilidad empleo de otro tipo de reparación no pecuniaria, 
como medidas compatibles y no subsidiarias de reparación del daño inmaterial.  
 
2.1 REQUISITOS RESTRINGIDOS: LEGITIMACIÓN POR ACTIVA 
LIMITADA 
 
Una vez realizado el acercamiento en torno al daño inmaterial y las dificultades que su 
clasificación genera, es menester hacer referencia a uno de los escollos procesales, a 
los que se enfrentan las víctimas, para el reconocimiento de este tipo de daños, es decir 
a la legitimación en la causa por activa57.  Cuando los seres humanos nos enfrentamos 
a sucesos como la muerte, lesiones psicofísicas y en general a cualquier tipo de daño 
antijurídico, se producen, de forma general, sentimientos de aflicción, dolor, tristeza 
y/o congoja. En el escenario expuesto, todos aquellos que se sientan lesionados en sus 
bienes jurídicos estarían legitimados para exigir el resarcimiento de los perjuicios 
ocasionados, sin embargo, ha sido necesario acotar los sujetos activos de la acción tal 
como se verá seguidamente58.  
                                                          
57 La legitimación en la causa por activa, ha sido definida por la jurisprudencia como, “un presupuesto 
procesal para obtener decisión de fondo (…) desde el extremo activo significa ser la persona titular del 
interés jurídico que se debate en el proceso (…)” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Subsección C expediente 24677, 26/09/2012, p. 5). 
58 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, GJ CXIX ,18/10/1967. 
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En la actualidad, el tema de la legitimación en la causa por activa, para efectos del 
reconocimiento del daño inmaterial, se encuentra definido, empero, no dejó de 
presentar los cambios que se pasan a mostrar, no sin antes hacer claridad en que en lo 
que respecta a los padres, hijos y cónyuges, se presumió desde sus inicios la producción 
del daño moral. 
 
2.1.1 Legitimación en la causa por activa de los hermanos de la víctima directa del 
daño  
En lo que respecta a la posibilidad que tienen los hermanos de la víctima directa del 
daño antijurídico de reclamar el resarcimiento de los daños inmateriales ocasionados, 
la posición adoptada por la Jurisdicción Contencioso Administrativa no fue pacífica, 
razón por la cual se pasará a hacer un breve recorrido en torno a los cambios sufridos. 
 
La Sección Tercera del Consejo de Estado exigía a los hermanos pruebas de afecto, 
solidaridad, convivencia, apoyo y ayuda mutua para efectos de probar la existencia de 
un daño moral59, pues la presunción de causación del mismo, como ya se mencionó, 
exclusivamente cobijaba a los padres, hijos y cónyuge. A partir de la sentencia de 17 
de julio de 1992, dicha posición varió y se sostuvo que la generación del daño 
antijurídico producido con ocasión a la acción u omisión del Estado, generaba “dolor 
y aflicción entre sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y primero 
civil, ya sean ascendientes, descendientes o colaterales”60, el sustento empleado para 
dicho cambio de posición se encontró en el artículo 42 de la Constitución Política de 
                                                          
Sostuvo Adriano de Cupis que, (…) se corre el riesgo de agravar la responsabilidad por una serie infinita 
de pretensiones basadas en alegaciones morales más o menos sinceras, propagando la legitimación activa 
al resarcimiento en favor de personas que permaneciendo extrañas a tales bienes, harían mejor en no 
pretender traducir en dinero el eventual perjuicio moral que indirectamente pueden haber sufrido. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 5606, 
16/11/1989, p. 9). 
59 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 3852, 
28/4/1989, p. 9). 
60 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 6750, 
17/07/1992, p.14). 
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Colombia61, en el artículo 61 del Código Civil62 y en el artículo 874, ordinal 3º ibídem63. 
Fue así como la Sección Tercera del Consejo de Estado varió positivamente su posición 
con respecto a la legitimación por activa de los hermanos para efectos de reclamar la 
compensación de los daños inmateriales irrogados64.  
 
La Sala Plena del Consejo de Estado, por su parte, en principio, consideró que la 
presunción de causación del daño antijurídico cobijaba a los padres, hijos, cónyuges y 
hermanos menores, a los hermanos mayores de la víctima del daño se les solicitaba 
probar una relación afectiva65. En el 2004, dicha posición varió y se sostuvo lo 
siguiente: “(…) Del parentesco cercano con la víctima se infiere el padecimiento moral 
que su muerte inflige a los suyos. El parentesco es indicio vehemente del daño moral”66. 
De lo expuesto se extrae que, la Jurisdicción Contencioso Administrativa, con sustento 
en la experiencia humana y en las relaciones sociales sostiene que los parientes se 
encuentran unidos no solo de forma jurídica y consanguínea sino también por vínculos 
                                                          
61 “(…) el Estado y la sociedad tienen como deber ineludible el de garantizar la protección integral de la 
familia, núcleo fundamental de la sociedad, que “se constituye por vínculos naturales y jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de 
conformarla” (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 
18846, 26/03/2008, p.15). 
62 En los casos en que la Ley dispone que se oiga a los parientes de una persona, se entenderá que debe 
oírse a las personas que van a expresarse y en el orden que sigue: 1º. Los descendientes legítimos; 2º. 
Los ascendientes legítimos; 3º. El padre y la madre naturales que hayan reconocido voluntariamente al 
hijo, o este a falta de descendientes o ascendientes legítimos; 4º. El padre y la madre adoptantes, o el 
hijo adoptivo, a falta de parientes de los números 1º., 2º. y 3º; 5º. Los colaterales legítimos hasta el sexto 
grado, a falta de parientes de los números 1º., 2º., y 4º; 6º. Los hermanos naturales, a falta de los parientes 
expresados en los números anteriores; 7º. Los afines legítimos que se hallen dentro del segundo grado, 
a falta de los consanguíneos anteriormente expresados. Si la persona fuera casada, se oirá también, en 
cualquiera de los casos de este artículo a su cónyuge; y si alguno o algunos de los que deben oírse, no 
fueren mayores de edad o estuvieren sujetos a la potestad ajena, se oirá en su representación a los 
respectivos guardadores, o a las personas bajo cuyo poder y dependencia estén constituidos. 
63 La familia comprende (además del habitador cabeza de ella) a la mujer y a los hijos; tanto los que 
existen al momento de la constitución, como los que sobrevienen después, y esto aún cuando el usuario 
o habitador no esté casado, ni haya reconocido hijo alguno a la fecha de la constitución. 
64 Ver sentencias: (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
expediente 19046, 10/06/2009); (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, expediente 18569, 18/03/2010). 
65 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 5606, 
16/11/1989, p. 15). 
66 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 21978, 
21/03/2012, p. 12). 
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de afecto, razón por la cual el daño irrogado a algún pariente irradia a los demás. Lo 
anterior, sin perjuicio de que se pueda probar el daño irrogado a personas que no tengan 
vínculos de parentesco67. 
 
2.1.2 Legitimación en la causa por activa de menores e hijos póstumos. 
En lo atinente a la legitimación en la causa por activa para reclamar la reparación de 
los daños inmateriales irrogados a menores e hijos póstumos, es posible aseverar que 
dicha temática, ha tenido una evolución satisfactoria, en tanto, en principio, se negaba 
el reconocimiento de este tipo de daño a los menores e hijos póstumos, bajo el 
argumento de que la facultad de sentir dolor, se encuentra limitada por la existencia de 
una “consciente capacidad afectiva de quien lo recibe”68. Así, por no tener la madurez 
afectiva, no es posible sufrir daño moral. Posteriormente, se consideró que el daño 
moral se producía a partir de la ocurrencia del daño antijurídico, más allá de que 
existiera o no una consciente capacidad afectiva del quien lo sufre. Es decir que, la sola 
producción del daño, a algún bien que haga parte del patrimonio moral de una persona, 
da lugar al reconocimiento del daño moral69. 
 
En este aparte se pudo evidenciar el notorio desarrollo del tema de la legitimación en 
la causa por activa frente a hermanos, menores e hijos póstumos, tal como quedó 
expuesto hasta aquí. Recuérdese que a estos se le negaba el acceso a la reparación de 
                                                          
67 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 19836, 
30/06/2011. 
68 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 841, 
02/07/1968, p.12. 
69 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 5606, 
16/11/1989. 
El Consejo de Estado llegó a sostener que: (…) de los menores cabe preguntarse si en razón de su minoría 
de edad son sujetos ajenos al daño moral. Si se tratara de dolor físico nada obsta para responder 
afirmativamente. Tratándose de aflicción, angustia daño moral propiamente dicho, en principio pudiera 
pensarse que la mayor o menor ausencia de conciencia o de conocimiento racional de una situación 
pudiera afectar tal causación y condigno reconocimiento. Pero lo cierto es que son precisamente los 
menores los que en un núcleo familiar, con mayor intensidad padecen o se benefician moralmente de las 
condiciones de su entorno, pues los infantes como ningún otro sujeto son receptores y perciben con 
mayor agudeza y padecen hasta inconscientemente los rigores de las calamidades familiares (…) 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 11519, 
10/08/2000, p. 26). 
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los daños morales ocasionados utilizando argumentos como la carencia de pruebas de 
relaciones afectivas, de apoyo y solidaridad, y la ausencia de conciencia o madurez 
afectiva. Una vez fueron desvirtuados dichos argumentos, con sustento en que las 
reglas de la experiencia muestran que entre los hermanos se crean, por vínculos 
naturales, consanguíneos o civiles lazos evidentemente afectivos, y que la falta de 
“conciencia” no implica ausencia de bienes espirituales que puedan ser afectados, se 
produjo un cambio notorio en lo que respecta a la legitimación en la causa por activa 
de hermanos, menores e hijos póstumos70.  
 
2.2 PRUEBA DEL DAÑO INMATERIAL 
 
Todo daño, sin excepción, cuya reparación se demande debe probarse71. En ese sentido, 
aunque los daños inmateriales son inconmensurables, la jurisprudencia de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, ha sostenido que la ocurrencia de estos 
puede probarse por cualquier medio72. En ese sentido, se hará mención de los medios 
de prueba empleados, teniendo en cuenta el daño inmaterial causado, es decir, daño 
                                                          
70 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 30871, 
19/10/2007. 
71 El artículo 167 de la Ley 1564 de 2012 estipula los siguientes: “Incumbe a las partes probar el supuesto 
de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen (…)”. Sostiene el doctor 
Martínez que, en lo que respecta a la prueba del daño moral, (…) se pueden identificar dos teorías: una 
primera, según la cual el daño moral no requiere prueba, es decir que es evidente, y una segunda, opuesta 
a la anterior, conforme a la cual es necesaria su prueba. Para la primera de las teorías, el daño moral no 
requiere ser probado dado que, por su naturaleza subjetiva e interna, la demostración de alguna 
afectación emotivo-espiritual resultaría imposible; por ende, es suficiente probar el hecho del cual se 
genera el agravio moral –p. ej., la muerte y/o lesión– para tener acreditado el daño moral. (Martínez, 
2018, p. 186). 
“En palabras de Mosset Iturraspe, “el daño moral se prueba in re ipsa, vale decir se tiene por acreditada 
[sic] por el solo hecho de la acción antijurídica y la titularidad del accionante”. (…) “Diez Schwerter 
indica que “no existen daños morales evidentes, ni aun respecto de víctimas directas, por cuanto todo 
daño es excepcional y de aplicación restrictiva, no escapando a estas características el de índole moral. 
Su existencia, por ende, deberá ser acreditada, no obstante las dificultades que ello pueda generar”. (p. 
187) 
72 El artículo 165 de la Ley 1564 de 2012, estipula que son medios de prueba los siguientes: la declaración 
de parte, la confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, 
los documentos, los indicios, los informes y cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación 
del convencimiento del juez. 
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moral, daño a la salud, daño a bienes convencional y constitucionalmente protegidos, 
para efectos de probar la causación del daño. 
 
Sea lo primero mencionar, que el Consejo de Estado, en las sentencias de unificación 
proferidas en el año 2014, dividió las víctimas indirectas en 5 niveles a saber: En el 
nivel uno se encuentran las relaciones afectivas conyugales y paternofiliales, en el nivel 
dos se ubican las relaciones afectivas del segundo grado de consanguinidad o civil 
(abuelos, hermanos y nietos), en el tercer nivel se encuentran las relaciones afectivas 
del tercer grado de consanguinidad o civil, en el 4 nivel se ubican las relaciones 
afectivas del cuarto grado de consanguinidad o civil y, finalmente, en el último nivel 
se encuentran las relaciones afectivas no familiares -  terceros damnificados. 
 
En lo atinente al daño moral, pese a la dificultad probatoria73, que representa el mismo, 
pues este último, se recuerda, afecta bienes de carácter inmaterial, la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo,  para efectos de reconocer el daño moral, le exige a los 
niveles uno y dos la prueba del parentesco74, a los niveles 3 y 4 además de la prueba 
del parentesco solicita pruebas de las relaciones afectivas y para el quinto nivel solicita 
                                                          
73 (…) sobre la prueba del daño moral rigen las reglas generales, por lo que se requiere que el actor 
pruebe la verdad de sus proposiciones, esto es que sufrió un daño cierto o real, sin que pueda darse por 
establecido o priori el agravio, su entidad y magnitud y las consecuencias que de él se han derivado. 
(Villareal & Vergara, 2007, p. 218) En lo que respecta a la ausencia de pruebas del daño moral irrogado, 
la Corte Constitucional en la sentencia T-212 de 2012 concluyó lo siguiente: “(…) (ii) una autoridad 
judicial viola el derecho al debido proceso constitucional de una persona cuando la condena por 
perjuicios morales, en un monto significativo, sin tener pruebas ciertas para ello. Tal decisión constituye 
un defecto fáctico, y si la condena es de carácter contencioso administrativo, desconoce además, la 
jurisprudencia que al respecto ha sido establecida por el Consejo de Estado en la materia, que indica al 
juez a que sus decisiones sobre condenas por perjuicios morales encuentran sustento en su buen juicio, 
enmarcado dentro de los límites de la racionalidad y la razonabilidad. (iii) los perjuicios morales son 
daños que pueden ser reconocidos por el juez administrativo y cuyo pago puede ser ordenado siempre 
que el mismo se encuentre debidamente probado. No basta con demostrar algún tipo de dolor o de 
afectación, es preciso probar que la afectación fue intensa. La discrecionalidad judicial en materia de 
perjuicios morales no es arbitrariedad o mero pálpito o intuición judicial. El ejercicio de la 
discrecionalidad debe tener en cuenta (a) “las condiciones particulares de la víctima” y (b) “la gravedad 
objetiva de la lesión”. En cualquier caso, la decisión de definición de los perjuicios morales debe tener 
en cuenta los principios de equidad, razonabilidad y reparación integral”.  (Consejo de Estado, Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, expediente 25334, 27/02/2013, pp. 33, 
34) 
74 Ver también: (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 
14357, 15/08/2002). 
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la prueba de la relación afectiva (Martínez, 2018)75. Se destaca que la Administración 
está facultada para derruir la presunción precitada demostrando la inexistencia o 
debilidad de la relación familiar en que se sustentan76. 
 
La jurisprudencia, para efectos del reconocimiento de los daños inmateriales causados, 
en especial de los daños morales, se vale de figuras como el indicio, las reglas de la 
experiencia77 y las presunciones. El indicio es definido por el profesor Devis Echandía 
como: 
 
(…) cualquier hecho conocido (o una circunstancia de hecho conocida), del 
cual se infiere, por sí solo o conjuntamente con otros la existencia de otro 
hecho desconocido, mediante una operación lógica basada en normas 
generales de la experiencia o en principios científicos o técnicos especiales 
(Parra, 2019, p. 29)78. 
  
                                                          
75 Ver también: (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 
12814, 23/03/2000). 
76 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, 
expediente 25334, 27/02/2013). Ejemplo de esto es la sentencia 2007-17918, en la cual se sostuvo lo 
siguiente: En relación con el supuesto daño padecido por el señor Jorge Enrique Galicia Barragán -padre 
del menor lesionado-, para la Sala, del acervo probatorio, se desprenden una serie de indicios que llevan 
a concluir que aquél no veía en forma alguna en el sostenimiento económico y afectivo requerido por el 
niño; lo anterior, como quiera que sólo mostró interés en el reconocimiento de su paternidad, una vez 
avizoró la posibilidad de demandar el reconocimiento ante esta jurisdicción de una serie de perjuicios 
eventualmente a él causados, toda vez que a partir de su conducta procesal, no pudo padecer un 
detrimento o aflicción de rango afectivo frente a su hijo, como quiera que del acervo probatorio se 
desprende con meridiana claridad que nunca veló por la subsistencia de aquél antes de que ocurriera el 
desafortunado hecho; de allí que se ha enervado la presunción respecto a los perjuicios morales sufridos 
por el padre.  
77 Las reglas de la experiencia se construyen sobre hechos, cuya cualidad es su repetición frente a los 
mismos fenómenos bajo determinadas condiciones, para que así puedan ser tenidas como el resultado 
de prácticas colectivas sociales que por lo consuetudinario se repiten dadas las mismas causas y 
condiciones y producen con regularidad los mismos efectos y resultados, al punto que comienzan a tener 
visos de validez para otros y a partir de ellas se pueden explicar de una manera lógica y causal 
acontecimientos o formas de actuar que en principio puedan tener apariencia de extrañas o delictuosas 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, expediente 45585, 1/06/2016, p. 17) 
78 “La Corte Suprema de Justicia se ha referido a este tema, expresando que la estructura lógica de la 
presunción y el indicio se identifican, pero se diferencian porque mientras éste debe ser declarado por el 
juez, de acuerdo con su criterio personal, relativamente muy libre, aquélla es establecida por el 
legislador, en sus líneas generales y abstractas” (CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, expediente 21266, 07/02/2002, p. 5).  
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La presunción es “(…) un procedimiento lógico al que apela el sentenciador y que se 
resume en la inferencia de un hecho desconocido [a partir] de otro hecho conocido 
[aplicando alguna regla de la experiencia]” (Martínez, 2018, p. 191), en otras palabras, 
una presunción judicial, es la asunción por parte del juez, de determinados hechos como 
ciertos, a partir de determinados sucesos y de la ausencia de prueba directa de su 
ocurrencia. En lo atinente a las diferencias entre el indicio y la presunción Colombo, 
citado por Martínez, sostuvo lo siguiente: 
 
“Indicio es el hecho real, cierto (probado o notorio), del que se puede 
extraer críticamente la existencia de otro hecho no comprobable por medios 
directos, según el material existente en el proceso. Presunción es el 
resultado del raciocinio en cuya virtud de la valoración de los indicios se 
concluye que ese otro hecho aconteció. Los indicios constituyen el 
presupuesto lógico de la presunción” 
 
Establecida la diferencia entre indicio y perjuicio, debemos afirmar que los jueces han 
venido haciendo el siguiente ejercicio, a partir del hecho indicador (constituido por el 
parentesco), han aplicado las reglas de la experiencia, para finalmente crear una 
presunción a partir de la cual se establece la existencia de relaciones de afecto y 
solidaridad, y la causación de un daño moral al cónyuge y los parientes hasta el segundo 
grado de parentesco por consanguinidad y civil, de la víctima directa, ante sucesos 
como la muerte, las lesiones y la privación de la libertad (Martínez, 2018). A las 
personas ubicadas en los demás niveles no las cobijan las precitadas presunciones 
judiciales, razón por la cual, las víctimas indirectas ubicadas en los niveles 3 y 4, para 
efectos del reconocimiento del daño moral, se les exige además de la prueba del 
parentesco, las pruebas de las relaciones de afectivas y a las ubicadas en el nivel 5 se 
les exigen pruebas de las relaciones afectivas.  
 
En lo atinente al daño a la salud, se tienen en cuenta para efectos probatorios, 
principalmente, dictámenes médicos, historias clínicas y testimonios. Con relación a 
los daños a bienes convencional y constitucionalmente protegidos se ha sostenido que 
el daño se presume, “dada la naturaleza misma de las violaciones, así como el hecho 
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de que es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y 
vejámenes experimente un sufrimiento moral”79.  
 
De lo señalado con antelación, se colige que, dentro de los procesos, se emplean 
diferentes mecanismos de prueba tales como: indicios, documentos, testimonios, 
historias clínicas, dictámenes periciales, entre otros, cuyo objetivo principal es 
demostrar la existencia del daño. Sin embargo, en la mayoría de ocasiones, se apunta 
al reconocimiento de la generación de un daño inmaterial en un sentido genérico y no 
de un daño inmaterial particular, que muestre los matices particulares del caso en 
concreto. En ese sentido y como este tema se encuentra íntimamente ligado a la 
tasación del daño inmaterial volveremos sobre él más adelante.   
 
2.3 LA TASACIÓN DEL DAÑO INMATERIAL 
 
En adelante, centraremos nuestra atención en la labor de valoración del perjuicio 
inmaterial, es decir, en cómo hacen los juzgadores para determinar el valor de los 
perjuicios inmateriales irrogados y si dichas técnicas resultan acordes con derechos de 
estirpe constitucional como la dignidad humana, la igualdad y el debido proceso. Antes 
de hacer referencia a los temas que serán desarrollados en este acápite, se debe hacer 
énfasis en que, la reparación de perjuicios inmateriales, nunca se logrará de forma 
completa, toda vez que no es posible retornar las cosas al estado anterior al momento 
en el que se produjo el daño, es por ello que la jurisprudencia ha optado por llevar a 
cabo dos actividades de aproximación, con una se relaciona el derecho de resarcimiento 
a las consecuencias directas del daño y con la otra se busca otorgar una compensación, 
que deje a la víctima en un estado cercano al que se encontraba con antelación a la 
producción del daño80. Así las cosas, en este acápite se analizará lo siguiente: el arbitrio 
iuris como herramienta de tasación del daño inmaterial, los topes empleados para 
                                                          
79 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 21266, 
27/02/2002, p. 10. 
80  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 1507, 
19/05/1975. 
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efectos de tasar el daño inmaterial, el intento por implementar el test de 
proporcionalidad como medio para tasar el daño inmaterial, los riesgos del empleo del 
arbitrio iuris como herramienta de tasación del daño inmaterial y, finalmente, el 
surgimiento de las tablas y/o baremos para la tasación del daño inmaterial. 
 
2.3.1 El arbitrio iuris como herramienta de tasación del daño inmaterial 
Una de las principales dificultades para la reparación y tasación del daño inmaterial, es 
su naturaleza  inconmensurable, en otras palabras, ante la inexistencia de un 
dolorímetro o de una fórmula matemática que permita realizar su tasación de forma 
exacta81 los administradores de justicia deben acudir a herramientas como el arbitrio 
judicial que, en palabras de Alejandro Nieto, hace que la sentencia sea una obra humana 
y no el mero resultado de una ecuación lógica o de un proceso mecanicista82.  
 
En ese sentido, en aquellos casos en los que no exista una fórmula de medición del 
daño irrogado —por la condición inmaterial de este— el juez podrá hacer uso de sus 
facultades, empleando la discrecionalidad judicial, a la luz de los principios de 
                                                          
81 A propósito, Sandoval dice: “cuando se trata de daños a la persona o a bienes de la personalidad la 
adecuación a un quántum determinado en dinero es problemática debido a que no existe un valor de 
mercado con el cual se puedan contrastar, es decir, no admiten una valoración pecuniaria” (Sandoval, 
2013). La Corte Suprema de Justicia ha manifestado que, “(…) la valoración del quantum “es cuestión 
deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los 
elementos de convicción, esto es, que debe atender a cada caso y no como resultado de la aplicación de 
reglas generales que si se convierten en tabla de punto o, en criterio objetivo encubierto" (Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C expediente 20771, 
20/06/2013, p. 80). 
82 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, 
expediente 25365, 27/02/2013, p. 20). Ver también: (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, expediente 26.166, 24/04/2013). 
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equidad83, razonabilidad84 y reparación integral85. Los precitados principios se 
convierten en los derroteros que deben guiar la decisión del administrador de justicia, 
pues este último deberá analizar las particularidades del caso; deberá indagar si existe 
un precedente aplicable al caso en concreto; verá si hay un pronunciamiento vinculante 
que sea aplicable al mismo, justificando dicho empleo; y contemplará si existe 
pronunciamiento y/o precedente y en el caso de que este último no resultara aplicable 
al caso, se deberá justificar por qué no86 . Finalmente, deberá intentar llevar a la víctima 
a una situación similar a la que se encontraba con antelación a la producción del hecho 
dañoso.  Es decir, se debe procurar resarcir todos los daños irrogados tanto materiales 
como morales, “no sólo con el ánimo de protección de aquellos bienes jurídicamente 
tutelados de singular importancia para la comunidad, sino también para administrar 
justicia en forma que mejor proteja los intereses del perjudicado”87.  
 
                                                          
83 La equidad conforme lo sostuvo Castan Tobeñas, se concibe como “(…) el criterio de Justicia 
individualizado y adecuado a las particularidades de cada caso concreto, pero adaptado también a los 
ideales jurídicos de una sociedad y sobre todo a los principios supremos del Derecho” (Garrido, 2007) 
84 La razonabilidad, es entendida como el uso de la prudencia y todos los medios racionales en el 
discernimiento: cálculo de medios y fines, juicio, búsqueda de equidad, necesidad, libertad y humanidad. 
Así lo expresa la Corte Constitucional en la sentencia C-530 de 1993: (…) un juicio, raciocinio o idea 
(…) que está (…) conforme con la prudencia, la justicia o la equidad que rigen para el caso concreto. 
Es decir, cuando se justifica una acción o expresión de una idea, juicio o raciocinio por su conveniencia 
o necesidad. En otras palabras, se trata de garantizar que, en cada caso, la interpretación de las 
disposiciones jurídicas se lleve a cabo acudiendo a un criterio finalista, que tome en cuenta las metas y 
objetivos establecidos en la Carta, de acuerdo con los criterios pro-libertatis y pro-homine, derivados de 
la filosofía humanista que inspira el constitucionalismo colombiano (Corte Constitucional. C-
1026/2001, p. 22).  
85 (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C 
expediente 20771, 13/06/2013). 
El Consejo de Estado ha sostenido que el principio de reparación integral es: (…) un precepto que orienta 
el resarcimiento de un daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto 
cercano al que se encontraba antes de la ocurrencia del mismo, debe ser interpretado y aplicado de 
conformidad al tipo de daño producido, es decir, bien que se trate de uno derivado de la violación a un 
derecho humano, según el reconocimiento positivo del orden nacional e internacional, o que se refiera a 
la lesión de un bien o interés jurídico que no se relaciona con el sistema de derechos humanos. Sentencia 
31250, Subsección C, 20 de octubre de 2014 (Hernández, 2015, p. 276).  
86 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, exp. 
26.166, 24/04/2013. 
87 Corte Constitucional, C-916 de 2002, p. 23.   
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A modo de conclusión parcial y de todo lo dicho hasta aquí, se puede extraer la idea 
que el arbitrio judicial, ante la inexistencia de dolorímetros y de fórmulas matemáticas, 
ha sido la principal herramienta de tasación del daño inmaterial.  
 
2.3.2 Del arbitrio iuris y la evolución de los topes de tasación del daño inmaterial. 
Una vez establecido el arbitrio judicial como principal herramienta de tasación del 
daño inmaterial. Debemos hacer referencia a los topes empleados en Colombia para 
efectos de cuantificar los daños inmateriales, iniciando en el año 1922 (caso León 
Villaveces) hasta antes de la expedición de las sentencias de unificación del año 2014. 
Con antelación a hacer mención a los topes empleados, debemos hacer claridad en que 
estos tienen el carácter de guías para los administradores de justicia y que la finalidad 
perseguida a partir de la tasación de los daños inmateriales es la de compensar a las 
víctimas por los perjuicios irrogados a la luz de lo contemplado en el artículo 16 de la 
Ley 446 de 199888.  
 
Mencionado lo anterior, debemos iniciar el estudio de la evolución de la tasación del 
daño moral partiendo con el caso del señor León Villaveces, pues fue el primer caso 
en el que se reparó y tasó el daño moral en Colombia. En esa ocasión, los peritos 
consideraron que el daño ocasionado podría ser reparado con la construcción de un 
monumento a la esposa y cuyo valor se estableció en $3.000; suma que fue superior en 
un 50% a las condenas que por perjuicios morales se hicieron desde 1936 hasta 1974 
(Navia, 2007, p. 24). Posteriormente (14 años después, para ser más precisos), y para 
efectos de establecer el monto máximo que se podía reconocer por concepto de 
                                                          
88 Artículo 16. “Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la 
valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral 
y equidad y observará los criterios técnicos actuariales”.  
Ahora bien, es relevante mencionar que el monto de la indemnización deberá ceñirse y sustentarse en 
los medios probatorios obrantes en el proceso y se deberá, de igual manera, materializar y garantizar el 
principio de igualdad analizando providencias de casos asimilables (Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, exp. 28804, 28/08/2014). 
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perjuicio moral, se utilizó el artículo 95 del Código Penal de 193689. Pese a lo anterior, 
la Corte Suprema de Justicia, con la expedición de la sentencia de 27 de septiembre de 
197490,  sostuvo que el tope máximo contemplado en el Código Penal de 1936, solo 
era vinculante en aquellos casos en los que se habían ocasionados perjuicios morales 
a partir de la materialización de un delito91. En dicha ocasión, se sostuvo que no era 
necesaria la acreditación del daño moral causado, pues, en casos como la muerte de un 
hijo, el daño moral debe presumirse y se reconoció por dicho concepto la suma de 
$30.000.00; dicha suma quedó fijada como monto máximo de reconocimiento por 
concepto de daño moral. A partir de esa fecha se han venido regulando los topes 
máximos teniendo en cuenta la devaluación monetaria y dejando claridad que dichos 
topes no son de obligatorio cumplimiento, pues se constituyen en una guía para el 
Juzgador de Instancia. 
 
Por otra parte, el Consejo de Estado, en lo que al ejercicio de tasación de perjuicios 
morales respecta, en un inicio, consideró que la aplicación de los topes máximos 
consagrados en el artículo 95 del Código Penal de 1936 no eran de aplicación exclusiva 
de la Jurisdicción Penal. Empero, a partir de la expedición de la sentencia de 9 de 
                                                          
89 Artículo 95. “cuando no fuere fácil o posible evaluar pecuniariamente el daño moral ocasionado por 
el delito, podrá fijar el juez prudencialmente la indemnización que corresponda al ofendido hasta dos 
mil pesos”. 
90 Los hechos que dieron lugar a la sentencia fueron los siguientes: Alberto González Robles demandó 
al Instituto de Crédito Territorial y a la sociedad De la Peña y Ortiz y Cía. Ltda., para que se declarase 
que los demandados son responsables civilmente de la muerte violenta sufrida por la menor Martha 
Ivonne González Henao, hija del demandante, muerte ocurrida el 13 de enero de 1969 en la ciudad de 
Tunja. El Instituto de Crédito Territorial, el 13 de enero de 1969, era el propietario de un lote de terreno 
ubicado en la ciudad de Tunja que comprende el barrio El Paraíso de Tunja, inmueble que había 
comprado a la sociedad De la Pena y Ortiz y Cía. Ltda. En el mencionado predio se había iniciado la 
construcción de la casa número 16 de la manzana B, pero la obra fue abandonada por espacio de 2 años, 
aproximadamente, sin cerramientos de ninguna clase, lo cual permitía que las gentes que por allí 
transitaban pudiesen entrar a ella sin obstáculo. El 13 de enero de 1969, la menor Martha Ivonne 
González Henao penetró en la obra citada y al desplomarse uno de sus muros, le fracturó el cráneo, 
causándole la muerte. La occisa, por entonces, tenía 8 años de edad (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Civil, Gaceta Judicial GJ CXLVIII, 27/09/1974). 
91 En la sentencia se puede leer lo siguiente: “por cuanto las normas que establecen restricciones son 
exceptivas, solamente pueden aplicarse a los casos precisos para los cuales fueron dictados, pues por su 
propia naturaleza son de interpretación restrictiva, el artículo 95 del Código Penal, ni siquiera por 
analogía puede hacerse actuar por los jueces civiles” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 
Gaceta Judicial GJ CXLVIII, 27/09/1974, p. 252). 
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febrero de 1978, teniendo como sustento la pérdida de poder adquisitivo de la moneda, 
actualizó el monto máximo de 2.000 pesos fijado en el precitado artículo, 
convirtiéndolo en 1.000 gramos oro92.  Posteriormente, el Decreto 100 de 1998 (Código 
Penal), en su artículo 106 estipuló que, (…) Si el daño moral ocasionado por el hecho 
punible no fuere susceptible de valoración pecuniaria, podrá fijar el juez 
prudencialmente la indemnización que corresponda al ofendido o perjudicado hasta el 
equivalente, en moneda nacional, de un mil gramos oro. De esa forma quedó fijado 
como tope máximo para reparar perjuicios morales el valor de 1.000 gramos oro93.  
 
Ulteriormente, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a partir de la 
sentencia de 6 de septiembre 2001, proferida por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, con expedientes números 13232 y 
1564694, se apartó de lo estipulado en el código penal, para emplear lo consagrado en 
                                                          
92 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 1507, 
19/05/1975. 
93 El Doctor Hugo Palacios Mejía, a través de la figura de la aclaración de voto, en la decisión adoptada 
el 16 de noviembre de 1995, por la Sección Tercera del Consejo de Estado, dentro del expediente 
radicado con el número 9764, en lo que respecta al abandono del empleo de oro como moneda de 
tasación del daño inmaterial sostuvo: En virtud de los acuerdos de Bretón Woods de 1945, los Estados 
Unidos establecieron una paridad fija entre su dólar y el oro, y los demás países tenían que fijar la 
paridad de sus monedas en oro o en relación con la moneda de los Estados Unidos.  El dólar, además, 
era convertible en oro.  (…)  El oro cumplía por excelencia una de las funciones clásicas de la moneda, 
a saber: servir de “depósito de valor”.  Las referencias que la ley y los contratos hacían al oro, o a las 
monedas de reserva atadas al oro, tenían, entonces, por regla general, el propósito de conservar la 
capacidad adquisitiva de los acreedores. En los años 60 hubo preocupación por los déficits de los 
Estados Unidos, y por la posibilidad de que la liquidez internacional, vinculada a la producción mundial 
de oro, no creciera en forma suficiente.  Se hizo así la primera reforma al convenido constitutivo del 
Fondo, en 1969, y se crearon los “derechos especiales de giro”, como medio de pago complementario 
del oro.  En agosto de 1971 los Estados Unidos suspendieron la conversión del dólar en oro, y en 1973 
devaluaron su moneda en un 10%.  Por esos motivos y por la crisis petrolera de los años 1973 y 1974, 
se hizo la segunda reforma del convenio del Fondo Monetario Internacional, parte de la cual consistió 
en abolir el precio oficial del oro y en reducir sustancialmente su función de medio de pago 
internacional. Las dos reformas al convenio constitutivo del Fondo Monetario Internacional fueron 
aprobadas, en Colombia, por medio de las leyes 2 de 1969 y 17 de 1977. Desde entonces está prohibido 
a los países miembros del Fondo Monetario Internacional expresar en oro el valor de sus monedas.  La 
moneda de cada país es, enteramente fiduciaria; las paridades internacionales se establecen por medio 
de criterios que no tienen relación alguna con el precio del oro. (…) Así las cosas, denominar las 
obligaciones en oro es un método absolutamente inadecuado para conservar la capacidad adquisitiva 
del acreedor o de la víctima (…) (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, expediente 13232-15646, 05/09/2001, pp. 59, 60). 
94 Ver también: (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B expediente 19836, 30/06/2011). 
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el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), ello, con 
sustento en los siguientes argumentos:  
 
 La modificación del valor del oro en proporción completamente 
distinta, “por lo general muy inferior, a la pérdida del poder adquisitivo 
del peso colombiano”; 
 La inexistencia de un nexo entre las variaciones del valor de estos dos 
rubros; 
 La denominación de las obligaciones en oro “es un método 
absolutamente inadecuado para conservar la capacidad adquisitiva del 
acreedor o de la víctima”; 
 La reparación integral y equitativa del daño, que exige el artículo 16 
de la ley 446 de 1998; 
 El abandono necesario del criterio adoptado por el Consejo de Estado 
desde el año de 1978, mediante el cual se daba aplicación extensiva a 
las normas que al respecto traía el Código Penal. 
 Las razones nuevas de orden jurídico, “apoyadas igualmente en 
fundamentos de orden práctico, justifican, en la actualidad, esta 
decisión”95.  
 
En síntesis, a partir de la precitada sentencia se fijó como cuantía máxima para 
reconocimiento de los perjuicios morales la suma de 100 salarios mínimos legales 
vigentes. La importancia de fijar un tope a la tasación del daño inmaterial radica en la 
materialización de derechos fundamentales tales como la igualdad y el debido proceso. 
Lo anterior, por cuanto se crea una base y en cierta medida un límite a la 
discrecionalidad del juzgador de instancia impidiendo, de este modo, la imposición de 
condenas exorbitantes y permitiéndole, además, a la parte condenada tener 
conocimiento previo de hasta dónde podría cuantificarse el daño irrogado; 
garantizándose, por otra parte, el derecho de defensa. Como se puede ver, la 
jurisprudencia, desde siempre, ha intentado autorregular la labor de tasación del daño 
inmaterial para efectos de evitar la degeneración del ejercicio del arbitrio judicial en 
prácticas arbitrarias.  
 
                                                          
95 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera expediente 14083, 
10/07/2003, pp. 38-39. 
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2.3.3 Un intento por implementar el test de proporcionalidad como medio para 
tasar el daño inmaterial 
Siguiendo con la evolución del ejercicio para tasar los perjuicios inmateriales, es 
menester hacer referencia al año 2011, en el cual en sentencias como la 20227 y 19195 
de 2011, se intentó cambiar la línea jurisprudencial manejada por el Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo e introducir el test de proporcionalidad como herramienta 
de tasación del daño inmaterial. En ese momento, se partió de la base de que la finalidad 
de la indemnización del perjuicio moral no es la de compensar sino disminuir de alguna 
manera los padecimientos sufridos por la víctima y que ante la inexistencia de un 
método aritmético de tasación, debía el juez debía acudir además del arbitrio iuris a 
métodos como la aplicación del principio de proporcionalidad96 (empleado en el marco 
de tres subprincipios, es decir, idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido 
estricto97). El test debía ser empleado con un límite de los 100 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.  
 
De conformidad con lo expuesto, se sostuvo que cuando solo se hubiere cumplido con 
el requisito de idoneidad se otorgaría la indemnización con base en las siguientes 
directrices:  
 
  
                                                          
96 La propuesta era que los administradores de justicia debían: (i) identificar y clarificar cuáles son los 
intereses enfrentados regulados por la norma; (ii) sopesar el grado de afectación que sufre cada uno de 
esos intereses por la aplicación del límite fijado en la norma; (iii) comparar dichas afectaciones; (iv) 
apreciar si la medida grava de manera manifiestamente desproporcionada uno de los intereses sopesados 
protegidos por la Constitución, y, en caso afirmativo, (v) concluir que resulta contraria a la Constitución. 
97 En lo que respecta a los sub-principios, se sostuvo que la indemnización que se otorgara debía 
responder a criterios como el dolor, la aflicción, la angustia, el apego, el desasosiego, entre otros, es 
decir, debía ser idónea. No siendo suficiente lo anterior, la indemnización que se concediera debía ser la 
que permitiera de mejor manera dejar a las víctimas “indemnes”. En lo que respecta a la proporcionalidad 
en estricto sentido, se sostuvo que las medidas de satisfacción otorgadas debían compensar de forma 
razonable y ponderada los perjuicios irrogados. 
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Tabla 1. 
 Con convivencia Sin convivencia pero con 
relación de cercanía 
Sin convivencia y sin relación 
de cercanía (simple 
presunción de Registro Civil) 
Familiares 
inmediatos y 
cónyuge 
50 SMMLV 10 SMMLV 5 SMMLV 
Familiares 
derivados 
20 SMMLV 5 SMMLV 2 SMMLV 
 
En caso de encontrarse presentes la idoneidad y la necesidad las medidas se otorgarían 
siguiendo los siguientes topes: 
 
Tabla 2. 
 Con convivencia Sin convivencia pero con 
relación de cercanía 
Sin convivencia y sin relación 
de cercanía (simple 
presunción de Registro Civil) 
Familiares 
inmediatos y 
cónyuge  
80 SMMLV 20 SMMLV 10 SMMLV 
Familiares 
derivados 
35 SMMLV 5 SMMLV  2 SMMLV 
 
Cuando se contaren reunidos la idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto 
sentido, se debía proceder de la siguiente manera: 
 
Tabla 3. 
 Con 
convivencia 
Sin convivencia pero con 
relación de cercanía 
Sin convivencia y sin relación 
de cercanía (simple 
presunción de Registro Civil) 
Familiares 
inmediatos y 
cónyuge 
100 SMMLV 50 SMMLV 25 SMMLV 
Familiares 
derivados 
50 SMMLV 25 SMMLV 10 SMMLV 
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Con respecto a la víctima directa, se sostuvo que la tasación se debía realizar teniendo 
como sustento la intensidad, necesidad y proporcionalidad que representa moralmente 
la angustia, la tristeza y la aflicción del perjuicio ocasionado. Sin embargo, es relevante 
hacer claridad que dicho método no constituyó un cambio jurisprudencial y que el 
arbitrio iuris continuó siendo el método de tasación del perjuicio inmaterial por 
excelencia, toda vez que no existe un método exacto de cálculo98.  
 
Sobre el empleo del test de proporcionalidad para efectos de tasar el daño inmaterial, 
es pertinente aclarar que la posición mostrada con antelación no fue unánime. Las 
razones por las cuales no hubo unanimidad son las siguientes: 1) se afirmó que liquidar 
los perjuicios en forma de test era desconocer la facultad discrecional del juzgador y 
establecer una tarifa legal99. 2) se sostuvo que el ejercicio de tasación del daño moral 
no podía aplicársele la ponderación toda vez que, a la fecha, los únicos métodos para 
tasar el perjuicio moral a la fecha son el arbitrio iuris y la equidad. 3) 
 
i) en su liquidación no se trata de solucionar una tensión o conflicto entre 
principios, valores o derechos fundamentales que entran en pugna, ii) 
tampoco se pretende definir los deberes jurídicos impuestos al legislador 
desde la Carta Política en la determinación de la constitucionalidad de una 
ley, y iii) el daño moral constituye una lesión a la órbita individual e íntima 
del ser humano, razón por la cual no es susceptible o pasible de ser fijada 
a establecida a través de un criterio de proporcionalidad, puesto que, se 
insiste, el dolor o la aflicción no son conmensurables100.  
 
4) La utilización del test de proporcionalidad, podría dar lugar a que el juzgador 
introdujera criterios subjetivos de valoración como se ve en las tablas de arriba, en las 
que se incluyen criterios de tasación como la convivencia101.  
                                                          
98 CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C expediente 19195, 
31/08/2011. 
99 CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, aclaración de voto C. O. 
Valle, expediente 20144, 19/08/2011. 
100 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, 
aclaración de voto C. E. Gil, expediente 20144, 19/08/2011, p. 82. 
101 El doctor Enrique Gil Botero, en diversos salvamentos de voto, a pesar de que la convivencia sea un 
hecho visible y fácilmente comprobable, dicho elemento no puede ser un factor para tasar en daño moral, 
pues avalar elementos como la convivencia seria avalar la vulneración de derechos de estirpe 
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De lo señalado se colige que, tasar daños de carácter inconmensurable hace 
prácticamente imposible regular cada detalle dicho ejercicio, razón por la cual es el 
arbitrio iuris es el recurso llamado a concretar dicha abstracción. En ese sentido debe 
recordarse que, la discrecionalidad judicial no es sinónimo de arbitrariedad judicial, 
razón por la cual, como fue mencionado, el administrador de justicia deberá analizar 
los precedentes aplicables al caso en concreto y establecer si son aplicables o no, 
justificando dicha decisión, bajo esa misma línea, se materializan principios 
constitucionales como la igualdad y el debido proceso. Aunado a lo anterior, se deberá 
analizar el caso en concreto examinando las aristas propias del mismo, establecer qué 
quiere la víctima y cómo puede el Estado, a través de las herramientas probatorias y 
resarcitorias con las que cuenta, llevar a la víctima al punto más cercano en el que se 
encontraba con antelación a la producción de hecho dañoso, dando cabida dicho 
proceder, a la efectividad de derechos como la reparación integral y el respeto por la 
dignidad humana. 
 
2.3.4 La materialización de los riesgos del empleo del arbitrio iuris como única 
herramienta de tasación del daño inmaterial 
Mostrada la valía del arbitrio iuris como herramienta de tasación del daño inmaterial, 
es necesario examinar la materialización de los riesgos del empleo del mismo, como 
única herramienta de tasación. Para llegar a este punto, se ha analizado la legitimación 
en la causa por activa, la carga probatoria de las víctimas y ahora debemos analizar la 
necesidad de que los administradores de justicia motiven las sentencias en las que se 
reconocen y tasan daños de carácter inmaterial. Lo señalado encuentra sustento en que, 
si bien existen topes para la cuantificación, es necesario en pro de la materialización de 
principios como el de la dignidad humana, la igualdad y el debido proceso que los 
jueces hagan manifiestas las razones por las se repara el daño inmaterial de una forma 
y no de otra y las razones por las cuales se tasa el daño inmaterial con una cifra 
determinada. La garantía de los precitados derechos constitucionales, exige que se haga 
                                                          
constitucional tales como la igualdad (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Subsección C expediente 19195, 31/08/2011). 
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no sólo referencia al arbitrio iuris y a los topes, sino también, que se evalúe lo que 
pretenden lo reclamantes y que se realice un análisis serio de los elementos probatorios 
obrantes en el proceso, que dan cuenta no sólo del daño sino de la intensidad del mismo, 
teniendo cuidado de no caer en una revictimización de los reclamantes. 
 
A continuación, analizaremos dos sentencias seleccionadas102 para efectos de avizorar 
la materialización de los riesgos del empleo del arbitrio iuris como herramienta de 
tasación del daño inmaterial así: 
 
Tabla 4.  
Sentencia: 12788 de 27 de julio de 2000. 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera) 
Sentencia: 19046 de 10 de junio de 2009. (Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Tercera) 
Hechos: Padre e hijo fueron abaleados y 
vestidos con prendas de uso privativo de las 
fuerzas militares e insignias de grupos 
guerrilleros, por miembros del grupo UNASE, 
quienes los señalaron como autores del delito de 
extorsión. 
Hechos: La víctima se transportaba en un bus 
abordado por miembros de las fuerzas militares, el 
cual fue atacado por grupos subversivos causando 
la muerte de todos los ocupantes, excepto de dos 
pasajeros. La accionante recibió quemaduras en 
varias partes del cuerpo, ocasionándole la muerte de 
la criatura (tenía 7 meses de embarazo) que tuvo 
después, la cual murió por fallas orgánicas. 
Pruebas: registros civiles, medio a través del 
cual se acredita el parentesco. (Artículo 42 de la 
Constitución Política de Colombia). 
Pruebas: registros civiles, medio a través del cual se 
acredita el parentesco, el cual permite presumir que 
la lesión, grave o leve, irroga un daño moral a los 
parientes cercanos de la víctima directa. (Artículo 
42 de la Constitución Política de Colombia). 
Condena: se condenó a la Nación -Ministerio de 
Defensa Policía Nacional, al pago del 
equivalente a 1.900 gramos oro a la señora 
Ofelmina Mejía que reclamó el pago de los 
perjuicios irrogados con la muerte de su esposo 
y la de su hijo. A los hijos y hermanos de las 
víctimas se les reconoció el equivalente a 1.400 
gramos de oro. Y a la señora María Evangelina 
Castaño Gómez quien solicitó el pago de los 
perjuicios morales causados con la muerte de su 
hijo, se le concedió el pago de 1.000 gramos oro. 
Condena: La condena impuesta en primera instancia 
de 500 gramos de oro para la víctima directa y 100 
gramos de oro para las hijas de esta. Las cifras 
fueron actualizadas conforme a lo dispuesto en la 
sentencia de 6 de septiembre de 2001, en la cual se 
resolvió abandonar la aplicación analógica del 
artículo 106 del Código Penal de 1980. 
 
                                                          
102 Las sentencias, fueron seleccionadas, debido a la gravedad de los hechos que dieron lugar a las 
mismas y debido a la facilidad con la que se puede observar la ausencia de justificación en el ejercicio 
la tasación del daño inmaterial. 
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De las sentencias mencionadas con antelación se extrae, en primera medida, que el 
Consejo de Estado, admitió la acumulación de indemnización por perjuicios morales 
en cabeza de un mismo accionante, el sustento para ello se encontró en que “(…) el 
impacto sentimental o emocional es mayor cuando son varias las víctimas que cuando 
se trata de una sola persona, pero dicho incremento no puede obedecer a una suma 
matemática de estos perjuicios por cada una de ellas”103. A pesar de que se afirma que 
el incremento no obedece a una fórmula matemática, no se explica a qué criterio 
obedece dicho incremento. En el caso particular, de la sentencia 12788 de 27 de julio 
de 2000, se observa que cegaron la vida del esposo y el hijo de la señora Ofelmina 
Mejía y si el tope máximo por el perjuicio de la muerte del esposo y del hijo es de 1000 
gramos de oro por cada uno; la indemnización debió ser por el valor de 2000 gramos 
oro (ocurriendo lo mismo con los hijos y hermanos). A pesar de que resulta 
completamente admisible el argumento de que no se trata del empleo de fórmulas 
matemáticas, no existe un argumento explícito por el cual se reconoció a la accionante 
por concepto de indemnización el valor de 1900 gramos de oro y no 2000 o 18000 
gramos de oro.  
 
En lo que respecta a la sentencia 19046 de 10 de junio de 2009, tampoco se evidencia 
la justificación del por qué se le reconoció a la víctima directa únicamente 50 salarios 
mínimos legales vigentes, cuando la misma contaba con 7 meses de gestación y la 
criatura que llevaba en su vientre perdió la vida con ocasión al incidente. Podría 
presumirse que dicha circunstancia ocasionó una fuerte afección a los bienes 
espirituales de la víctima directa, sin embargo, se concedió en primera instancia el valor 
de 500 gramos de oro, en segunda instancia, la apelación solo fue presentada por la 
parte demandada, razón por la cual no se podía elevar dicha suma. Empero, se reitera, 
sigue ausente el sustento jurídico del porqué solo se reconocieron 50 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y no 70, 80 o 100.  
                                                          
103 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 12788, 
27/07/2000 p. 20. 
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A continuación, se hará referencia a una sentencia en la que se reconocen daños 
inmateriales por afectación a bienes materiales y en la cual se reconoció la máxima 
cuantía por concepto de daño moral. 
 
Tabla 5. 
Sentencia: 31363 de 12 de junio de 2014. (Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- 
Sección Tercera- Subsección C). 
Hechos: La construcción de un muro de contención, creado con ocasión a las actividades de 
rectificación, ampliación y pavimentación de una vía, trajo como consecuencias para la casa 
habitación de la víctima las siguientes afectaciones: 
Obstrucción total del paisaje, facilita que se oculten personas dedicadas al consumo de drogas, a 
satisfacer sus instintos sexuales, y sus necesidades fisiológicas. (…) Pérdida de iluminación natural, 
deterioro del frente de la vivienda por la salpicadura del agua lluvia y los vehículos que transitan por 
la vía en época de invierno, pérdida de usufructo de la vivienda por el clima de stres (sic) y zozobra 
que en ella se vive, y por último pérdida total del interés comercial. (pp. 13,14) 
Pruebas: peritazgo, fotografías, testimonios, entre otros 
Condena: se reconoció la suma de 100 salarios mínimos legales vigentes por concepto de daños 
morales 
 
Sobre el caso señalado, es de gran relevancia recordar a la doctora Olga Mélida Valle 
de la Hoz quien aclaró su voto, manifestando que tasar los perjuicios morales en 100 
salarios mínimos legales es excesivo, teniendo en cuenta que se trata de un daño 
originado en la pérdida de un paisaje por la construcción de un muro. Recordó, en dicho 
salvamento que la Corte Constitucional sostuvo:  
 
 (…) con el fin de evitar decisiones desproporcionadas, y en virtud del 
principio de equidad, el juez debe comparar situaciones reconocidas 
previamente con la situación sujeta a estudio, es por esto que cuando se 
trata de perjuicios morales por muerte, se ha sentado que se tasará en 100 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, es decir, dicha tasación ha 
sido el baremo máximo sostenido por esta Corporación para el evento 
señalado, por cuanto existe una afectación intensa del individuo por tal 
situación104.  
 
No sobra decir que, se comparte la posición señalada por la doctora Valle, posición que 
a su vez nos muestra una de las grandes dificultades de aplicar como único método de 
                                                          
104 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C 
expediente 31363, 12/06/2014 pp. 33,34). 
45 
tasación del daño inmaterial el arbitrio iuris, pues éste último, si bien, debe acompañar 
todas y cada una de las decisiones de los jueces, necesita la limitación establecida por 
los baremos establecidos por el Consejo de Estado, a través de sentencias de 
Unificación a las que se hará referencia con posterioridad.  
 
Con la finalidad de seguir mostrando parte de los inconvenientes de la aplicación 
exclusiva del arbitrio iuris, se hará alusión a sentencias en las que se tasó el daño a la 
salud de forma disímil pese a que los daños irrogados tuvieron consecuencias similares. 
 
Tabla 6.  
Sentencia: 19.031 de 14 de septiembre de 2011 
(Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo- Sección Tercera) 
Sentencia: 38222 de 14 de septiembre de 2011. 
(Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo- Sección Tercera) 
Hechos: La víctima directa se encontraba 
prestando el servicio militar cuando hizo contacto 
con una mina, lo que le ocasionó la pérdida de su 
pierna derecha y el 95% de su capacidad laboral. 
Hechos: En desarrollo de una operación militar, 
un soldado se enredó en la maleza, se resbaló y 
cayó rodando a un voladero de aproximadamente 
diez o doce metros. El accidente le generó a la 
víctima una incapacidad laboral del 100% 
Pruebas: el daño moral se probó con la lesión. A 
partir de la prueba de consanguinidad, se infirió el 
daño moral sufrido por los familiares de la víctima 
directa, pues “Las reglas del común acontecer, y 
la práctica científica han determinado de manera 
general, que cuando se está ante un atentado 
contra la integridad física o psíquica de un ser 
querido, se siente aflicción” (p. 14). 
El daño a la salud se probó con el acta de la junta 
médica laboral, en la que consta la amputación de 
la pierna derecha con conservación de la rodilla. 
Pruebas: el daño moral se probó con la lesión.           
El daño a la salud se probó con el acta de la junta 
médica laboral que estableció la incapacidad 
laboral de la víctima en 100% 
Condena: por concepto de daño moral a la víctima 
directa y a sus padres se les reconoció la suma de 
100 salarios mínimos legales mensuales. A los 
hermanos de la víctima directa se les reconoció la 
suma de 50 salarios mínimos legales mensuales.   
En lo que respecta al daño a la salud, se sostuvo 
que este se debe reparar “con base en dos 
componentes: i) uno objetivo determinado con 
base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) 
uno subjetivo, que permitirá incrementar en una 
determinada proporción el primer valor, de 
conformidad con las consecuencias particulares y 
específicas de cada persona lesionada” (p. 39).  
Para su tasación se tuvo en cuenta el porcentaje de 
incapacidad para laborar que se estableció en 
95%. Se tasó el daño a la salud en 400 salarios 
mínimos legales. 
Condena: por concepto de daño moral se 
reconoció a la víctima directa la suma de 
100SMLMV, al padre la suma de 50 SMLMV y a 
los hermanos la suma de 30 SMLMV.  
En lo que respecta al daño a la salud, se sostuvo 
que este se debe reparar “con base en dos 
componentes: i) uno objetivo determinado con 
base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) 
uno subjetivo, que permitirá incrementar en una 
determinada proporción el primer valor, de 
conformidad con las consecuencias particulares y 
específicas de cada persona lesionada” (pág. 39).  
Para su tasación se tuvo en cuenta el porcentaje de 
incapacidad para laborar que se estableció en el 
100%. Se tasó el daño a la salud en 200 salarios 
mínimos legales. 
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En los casos relacionados con antelación se evidencia una marcada diferencia en los 
montos reconocidos. En el caso de la sentencia 19.031 de 14 de septiembre de 2011, se 
reconoció por concepto de daño moral: 1) a los padres el monto de 100 salarios 
mínimos legales y 2) a los hermanos la suma de 50 salarios mínimos legales. Mientras 
que en la sentencia 38222 de 14 de septiembre de 2011, se reconoció por concepto de 
daño moral al padre la suma de 50 SMLMV y a los hermanos la suma de 30 SMLMV.  
 
Queda así mostrada la dificultad del empleo exclusivo del arbitrio iuris, pues otorgan 
compensaciones diferentes a casos asimilables, vulnerándose así derechos como la 
igualdad. El daño a la salud, por otra parte, se tasó, en la sentencia 38222 de 14 de 
septiembre de 2011, en 200 salarios mínimos legales, pese a que del acta emitida por 
la Junta Medico Laboral estableció la incapacidad laboral de la víctima directa en 
100%, y en la sentencia 19.031 de 14 de septiembre de 2011, que la incapacidad de la 
víctima directa se determinó en el 95%, se reconoció la suma de 400 SMLMV. Al 
respecto, compartimos el salvamento de voto presentado por la doctora Ruth Stella 
Correa Palacio quien sostuvo lo siguiente: 
 
(…) se advierte una incongruencia en términos de igualdad material o 
inequidad en la liquidación del quantum de los perjuicios con aplicación de 
la nueva tesis, puesto que sin justificación alguna en el proceso con 
radicado 19.031 se condenó por cuatrocientos (400) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes por daño en la salud de Antonio José Vigoya 
Giraldo por la pérdida de su extremidad inferior derecha, que le produjo 
una disminución del 95% de la capacidad laboral, mientras en este proceso 
con radicado 38.222 se condenó por una suma inferior de doscientos (200) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes por daño en la salud a favor 
de Fabián Andrés Mejía Arias por una afectación permanente en la 
columna que lo dejó parapléjico y con una incapacidad laboral del 100 %105. 
 
                                                          
105 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, expediente 38222, 
14/09/2011 p. 93. 
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De lo anterior se colige que la aplicación del arbitrio iuris como herramienta exclusiva 
de tasación de los daños inmateriales, puede dar lugar a soluciones diversas a casos 
asimilables, vulnerándose así derechos, se reitera, como el de la igualdad. 
 
Finalmente, haremos referencia a sentencias en las que la víctima directa del daño 
inmaterial fue privada injustamente de la libertad, en las providencias se evidenciará 
nuevamente la diferencia en lo que respecta a la cuantificación del daño inmaterial.  
 
Tabla 7.  
Sentencia: 15626 de 11 de mayo de 2006. 
(Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo- Sección Tercera). 
Sentencia: 25365 de 27 de febrero de 2013.  
(Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso 
Administrativo- Sección Tercera- Subsección C) 
Hechos: Las víctimas, fueron detenidas por 19 
días, debido a que las fuerzas militares 
encontraron en los predios de las víctimas armas 
de fuego.  
Hechos: La víctima directa fue vinculada a un 
proceso penal por homicidio, razón por la cual 
duró casi 11 meses privada de la libertad. 
Pruebas: el daño moral se probó con testimonios, 
registros civiles y otros documentos. Aunado a lo 
anterior, aclaró el Consejo de Estado que, en 
aquellos casos en los que el sindicado es 
exonerado por sentencia absolutoria definitiva o 
su equivalente, por estar probado que el hecho no 
existió, el sindicado no lo cometió o la conducta 
no constituía hecho punible, esa privación es 
injusta 
Pruebas: el daño moral se presumió a partir del 
dolor, la congoja y la aflicción de la situación a la 
que se vieron sometidos los accionantes. La 
legitimación en la causa se probó a partir de los 
registros civiles. 
Condena: por concepto de daño moral se 
reconoció a la víctima directa la suma de 20 
salarios mínimos legales vigentes y a los hijos y a 
su compañera permanente se les reconoció la 
suma de 10 salarios mínimos legales vigentes 
pues se consideró que la intensidad del perjuicio 
varió con respecto a la víctima directa. 
Condena: por concepto de daño moral se 
reconoció a la víctima directa la suma 25 SMLMV 
y al padre, hermanos e hijos la suma de 10 
SMLMV 
 
Pese a que se concedió por concepto de daño moral una suma que parece justa y 
adecuada al tiempo en que la víctima directa estuvo privada de la libertad, sigue carente 
la providencia de un sustento que exprese por qué se reconocieron 20 salarios mínimos 
legales y no 19 que equivaldría a un salario por cada día en que la víctima directa estuvo 
privada de la libertad. Sigue de igual forma ausente el porqué de la suma concedida y 
si se compara con el caso anterior, podríamos decir que hay una amplia diferencia y 
una clara vulneración al derecho a la igualdad, toda vez que en el presente caso fueron 
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aproximadamente 11 meses que duró privado de la libertad la víctima directa y se le 
reconoció por concepto de perjuicio moral la suma de 25 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. En el caso abordado por la sentencia número 15626 de 11 de mayo 
de 2006, la víctima directa duró 19 días privada de la libertad y la compensación por 
perjuicio moral fue la de 20 salarios mínimos legales vigentes. 
 
De lo expuesto, se extrae que la aplicación del arbitrio iuris en conjunto con los 
principios de equidad, racionalidad y de reparación integral son insuficientes para 
efectos de garantizar la igualdad material, pues ante casos similares hubo decisiones 
notablemente diferenciables, sin que existiera un sustento jurídico para que se 
materializara dicha diferencia. Así las cosas, se ve de forma clara la ausencia de un 
análisis concreto y particular de la situación de la víctima a la luz de los elementos 
probatorios, pues si a estos se les diera una relevancia superior a la prueba del daño, si 
se evitara simplemente acudir al tope de tasación del daño inmaterial cuando existen 
pruebas como el parentesco y si se acudieran más a testimonios y peritazgo, se podrían 
reconocer y argumentar la tasación de los daños inmateriales irrogados de fondo, 
garantizando reparaciones equivalentes ante perjuicios similares y permitiéndole al 
sujeto pasivo ejercer en debida forma su derecho de defensa, pues conocerá no sólo los 
hechos sino también el sustento para conceder determinada suma por concepto del 
perjuicio irrogado. 
 
 2.3.5 Del surgimiento de las tablas y/o baremos para la tasación del daño 
inmaterial 
Como se ha expuesto hasta aquí, la aplicación del arbitrio iuris en conjunto con 
principios como la racionalidad, equidad y la reparación integral, son insuficientes para 
efectos de tasar el daño inmaterial. De este modo, el Consejo de Estado mediante ocho 
(8) sentencias de unificación, proferidas en el año 2014, estableció unos criterios guía 
para efectos de tasar el daño inmaterial. Así las cosas, se le otorga al que haya 
ocasionado el daño la posibilidad de ejercitar de forma efectiva su derecho al debido 
proceso, pues a partir de los criterios guías, establecidos en las sentencias de 
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unificación se pueden controvertir pretensiones y condenas, ejercicio que con la 
aplicación exclusiva del arbitrio iuris se ve limitado. La aplicación de los criterios de 
unificación permite, de igual manera, colocar coto a las compensaciones y/o 
indemnizaciones que se deban reconocer con ocasión a los daños inmateriales 
irrogados, evitando la materialización de una justicia vindicativa. En ese mismo 
sentido, los criterios de tasación permiten que el restablecimiento de los derechos de 
las víctimas se realice bajo el amparo del principio de razonabilidad y por tanto no 
podrían enriquecerse injustificadamente con una indemnización y/o compensación que 
supere con creces el perjuicio irrogado106. Aclarado lo anterior, se hará mención de las 
sentencias de unificación proferidas en el año 2014 y se mostrarán los criterios 
establecidos en cada una de ellas para la tasación del daño inmaterial. 
 
a) Tasación del daño moral  
En este apartado, se hará mención a los criterios de unificación establecidos por el 
Consejo de Estado, para efectos de tasar el daño moral que puede surgir por sucesos 
como la muerte, las lesiones y la privación injusta de la libertad. 
 
1. Tasación del daño moral por causa de muerte. 
Mediante las sentencias de unificación con número de radicación 27709107 y 26251108 
de 2014 se establecieron criterios para tasar el daño moral en caso de muerte.  En ambos 
casos quedó demostrada la responsabilidad del Estado y se estipuló que para efectos de 
tasar el daño inmaterial se tendrían en cuenta los niveles de relación afectiva.  
 
                                                          
106 Corte Constitucional. C-916/2002.   
107 Los hechos que dieron lugar a la expedición de la sentencia fueron los siguientes: El patrullero de la 
Policía Oscar Mauricio Ñustes Pérez, murió el 14 de julio de 2000 durante la toma guerrillera perpetrada 
en el municipio de Roncesvalles (Tolima). La condena por concepto de perjuicios morales fue la 
siguiente: se le concedió a la madre por concepto de perjuicio moral la suma de 100 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, y la suma de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes, para cada una 
de sus hermanas. 
108 Los hechos que dieron lugar a la expedición de la sentencia fueron los siguientes: El menor Iván 
Ramiro Londoño Gutiérrez, estuvo internado en el centro de reeducación “Marcelino Ossa” de la ciudad 
de Pereira, desde el día 7 de diciembre de 1998 hasta el 23 de abril de 2000, cuando murió ahogado en 
las aguas del río Otún, después de haberse escapado del centro de reeducación, en el cual se encontraba 
internado. La condena por concepto de perjuicios morales fue la siguiente: se reconoció a la madre y al 
padrastro de la víctima directa la suma de 100 salarios mínimos legales y en favor de los hermanos y la 
abuela la suma de 50 salarios mínimos legales.  
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Para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de los 
compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación 
afectiva. Para el nivel 5, deberá ser probada la relación afectiva109. 
 
2. Tasación del daño moral en caso de lesiones 
A partir de la sentencia de unificación con número de radicación 31172 de 2014110, el 
Consejo de Estado unificó criterios en torno a la tasación del daño moral generado a 
partir de la causación de lesiones. La tasación del daño moral por causa de lesiones se 
determina valorando la gravedad o levedad de la lesión sufrida por la víctima y la 
cercanía afectiva del reclamante.   
 
3. Tasación del daño moral por privación injusta de la libertad 
El Consejo de Estado, mediante sentencia de unificación con número de radicación 
36149111, de 2014, estableció los criterios para efectos de tasar el daño moral irrogado 
por privación injusta de la libertad. En la precitada sentencia se afirmó que, en los casos 
de privación injusta de la libertad, con sustento en la experiencia, se infiere que la 
situación genera sentimientos de dolor, angustia y aflicción en la víctima directa y en 
                                                          
109 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 
27709, 28/08/2014. 
110  Los hechos que dieron lugar a que se profiriera la precitada sentencia fueron los siguientes: El soldado 
Gonzalo Cuellar se encontraba en una base militar en jurisdicción del municipio del Castillo, el día 28 
de agosto de 1998, mientras se encontraba en clase de manejo de armas, la granada de mortero que 
portaba en su chaleco explotó sin que previamente hubiera hecho contacto con ella. El soldado quedó 
gravemente herido en sus piernas las cuales debieron ser amputadas. La condena por concepto de 
perjuicios morales se estableció de la siguiente manera: para la víctima y los padres se reconoció la suma 
de 100 salarios mínimos legales, a los hermanos se les reconció la Cuma de 50 salarios mínimos legales 
(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 
31172, 28/08/2014). 
111 Los hechos que dieron lugar a la expedición de la sentencia son los siguientes: (…) el demandante 
fue privado de la Libertad desde el 1 de diciembre de 1998 hasta el 18 de agosto de 1999, sindicado 
como autor del delito de peculado por apropiación en provecho propio; sin embargo, en el transcurso del 
proceso penal se demostró la inocencia del demandante, razón por la cual se concluye que el hecho no 
existió. La condena por concepto de perjuicios morales se estableció de la siguiente manera: teniendo en 
cuenta que la víctima directa duró casi 9 meses privada de la libertad, se reconoció por concepto de daño 
moral la suma de 70 salarios mínimos legales mensuales para la víctima directa, a sus hijos, a su 
compañera permanente y a su madre.  
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los seres queridos más cercanos. En ese mismo sentido se afirmó que el dolor que se 
genera en los padres, hijos y cónyuge de la víctima directa es igual al de esta última112.  
En lo que respecta a la tasación de los daños morales por privación injusta de la libertad 
debemos citar a Alejandro Peláez, quien sostuvo acertadamente que, “(…) a medida 
que aumenta el tiempo de privación de la libertad la indemnización termina por 
disminuir. El resultado de la aplicación del mecanismo de tasación utilizado por el 
Consejo de Estado termina creando una inequidad patente” (2015, p. 23). En ese mismo 
sentido, manifiesta el precitado autor que: 
 
(…) una persona privada de la libertad un mes y medio recibe una 
indemnización de 35 SMLMV, mientras que una que estuvo un mes recibe 
15 SMLMV. (…) la persona que estuvo una semana privada de la libertad 
recibe el equivalente a 2.14 salarios mínimos mensuales, mientras que una 
persona que estuvo 17 meses recibe solo 0.18 salarios por cada día privada 
de la libertad. (Peláez, 2015, p. 26).  
 
De lo anterior se extrae que, si bien se ha evolucionado en los métodos de tasación del 
daño inmaterial, es necesario seguir trabajando en métodos que permitan una 
reparación integral, pues, en el caso particular del daño moral por privación injusta de 
la libertad, la cuantificación del daño decrece en la medida en que aumenta el tiempo 
de privación de la libertad.  
 
b. Tasación del daño a la salud. 
Mediante las sentencias 31170113 y 28832114 de 2014, el Consejo de Estado unificó 
criterios en torno a los topes con los cuales se debe reparar el daño a la salud irrogado. 
                                                          
112 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 
36149, 28/08/2014. 
113 Los hechos que dieron lugar a la sentencia fueron los siguientes: El 16 de febrero de 1997, Luis 
Ferney Isaza Córdoba se movilizaba por el casco urbano de Amalfi, en una motocicleta, cuando recibió 
una orden de detenerse por miembros del Ejército Nacional, la que fue atendida por éste, una vez se bajó 
de su motocicleta fue agredido física y verbalmente y lo lanzaron a un caño cercano, donde fue objeto 
de varios disparos, impactándole uno en su brazo derecho. La condena por concepto de perjuicios 
morales se estableció de la siguiente manera: se le reconoció a la víctima directa la suma de 60 SMLMV, 
teniendo en cuenta que la lesión le dejó una incapacidad del 30.17%. 
114 Los hechos que dieron lugar a la sentencia fueron los siguientes: el señor Andreas Erich Sholten, 
ciudadano alemán en estado de paraplejía, fue capturado en la ciudad de Barranquilla por violación al 
artículo 33 de la Ley 30 de 1986. La víctima directa mientras estuvo detenido presentó una infección 
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Con antelación a abordar los criterios conforme a los cuales se debe tasar el daño a la 
salud, es menester precisar que, este último abarca aspectos físicos y psíquicos, su 
evaluación será un tanto más objetiva pues se parte de la gravedad de la lesión y esta 
no podrá subdividirse en daño estético, sexual, relacional familiar, relacional social, 
entre otros115. Ahora bien, se manifestó en las sentencias de unificación que la tasación 
del daño a la salud no puede limitarse al porcentaje certificado de la incapacidad, sino 
que se deberán tener en cuenta la gravedad de la afectación corporal o psicofísica, 
debidamente probada dentro del proceso. Así las cosas, el administrador de justicia 
deberá tener en cuenta las consecuencias de la lesión y por tanto se establecieron unas 
variables116. En casos excepcionales de extrema gravedad, la tasación del daño puede 
superar los 100 salarios mínimos legales y llegar hasta los 400 SMMLV, dicha cifra es 
excluyente, razón por la cual la reparación del daño a la salud no podrá superar dicho. 
En la sentencia con número de radicación 28832 de 2014, se resolvió unificar la 
jurisprudencia en relación con la indemnización del daño a la salud por lesiones 
temporales, en el sentido de indicar que, para su tasación, debe establecerse un 
parangón con el monto máximo que se otorgaría en caso de lesiones similares a aquellas 
objeto de reparación, pero de carácter permanente y, a partir de allí, determinar la 
                                                          
urinaria con 10 días de evolución, micosis cutánea y úlcera por presión en tercio proximal cara externa 
de muslo izquierdo y en glúteo izquierdo. Posteriormente, la víctima, fue remitida al hospital en donde 
le diagnosticaron gangrena de fournier y carcinoma de colon. La condena por concepto de perjuicios 
morales se estableció de la siguiente manera: Se le otorgó a la víctima directa directa la décima parte de 
lo que se otorgaría por lesiones de mayor gravedad de carácter permanente-100 SMLMV-, es decir, la 
suma de 10 SMLMV. Lo anterior debido a que a la víctima directa le fueron tratadas sus patologías y 
que los daños a la salud fueron sufridos por un espacio de tres meses.  
115 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 
31170, 28/08/2014. 
116 Entre las variables contempladas para efectos de tasación del daño inmaterial se encuentran entre 
otros los siguientes: la pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o 
anatómica (temporal o permanente); la anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, 
tejido u otra estructura corporal o mental; la exteriorización de un estado patológico que refleje 
perturbaciones al nivel de un órgano; la reversibilidad o irreversibilidad de la patología; la restricción o 
ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria, excesos en el desempeño y 
comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria; las limitaciones o impedimentos para el 
desempeño de un rol determinado, los factores sociales, culturales u ocupacionales; la edad; el sexo; el 
dolor físico, considerado en sí mismo; el aumento del riesgo vital o a la integridad; las condiciones 
subjetivas que llevan a que una determinada clase de daño sea especialmente grave para la víctima (v.gr. 
pérdida de una pierna para un atleta profesional) (Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 28804, 28/08/2014). 
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indemnización en función del período durante el cual, de conformidad con el acervo 
probatorio, se manifestaron las lesiones a indemnizar. 
 
1. Aplicación de la excepción daño a la salud.  
A través de las sentencias 28804117 y 31172118 de 2014, se estableció que en casos 
excepcionales y cuando los perjuicios tengan mayor intensidad se puede reconocer una 
indemnización de hasta 400 SMLMV, los cuales tienen carácter excluyente, pues no se 
pueden reconocer montos superiores a la cantidad señalada. En las precitadas 
sentencias, se observa la aplicación de variables, para efectos de tasar el daño a la salud, 
que permiten no sólo la reparación integral del daño irrogado sino también le permite 
al sujeto activo de la conducta dañosa ejercer en debida forma su derecho al debido 
proceso, pues tendrá claras las razones que llevaron a que el daño a la salud se tasara 
de una forma y no de otra. 
 
  
                                                          
117 Los hechos que dieron lugar a la sentencia son los siguientes: a la víctima directa, señora Amparo de 
Jesús Ramírez Suárez, se le practicó de forma tardía la cesárea que daría fin a su embarazo. Consecuencia 
de dicho retraso fue la extracción de la criatura sin vida. La condena se estableció de la siguiente manera: 
se concedió por concepto de daño a la salud, a la víctima directa, la suma de 40SMLMV, teniendo en 
cuenta que el hecho dañoso fue de gran intensidad, pero no es permanente razón por la cual se calificó 
el porcentaje de la lesión como igual o superior a 20% e inferior a 30%. Al esposo de la víctima directa, 
por haber sufrido alteraciones emocionales con manifestaciones somáticas se le reconoció de igual 
manera el daño a la salud. Para el reconocimiento del daño a la salud se tuvo en cuenta la literatura 
médica y se estableció en 20 SMLMV. 
118 Los hechos que dieron lugar a que se profiriera la sentencia fueron los siguientes: el soldado Gonzalo 
Cuellar se encontraba en una base militar, en clase de manejo de armas, la granada de mortero que 
portaba en su chaleco explotó sin que previamente hubiera hecho contacto con ella. Como consecuencia 
del estallido de la granada el soldado quedó gravemente herido en sus piernas trayendo como 
consecuencia la necesidad de amputárselas. La condena por daño a la salud se estableció teniendo en 
cuenta las siguientes aristas: 1) pérdida anatómica de carácter permanente: la víctima perdió sus dos 
miembros inferiores de manera irreversible (150 SMLMV); 2) restricción o ausencia de la capacidad 
para realizar una actividad normal o rutinaria: teniendo en cuenta que no podrá desarrollar actividades 
de locomoción se otorgó la suma de 100 SMLMV. ; 3) edad de la víctima: al momento de los hechos 
contaba con 20 años de edad, por lo que deberá padecer el perjuicio durante largo tiempo (50 SMLMV), 
todo lo anterior dio un total de 300 SMLMVA. 
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c. Daño a bienes convencional y constitucionalmente protegidos. 
El Consejo de Estado, a través de las sentencias con número de radicación 26251119, 
28804120 y 32988121 de 2014, unificó criterios en torno al reconocimiento y reparación 
a bienes constitucional y convencionalmente protegidos. En las providencias, se dejó 
por sentado que la afectación y/o vulneración de bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente protegidos será reconocida de oficio o a petición de parte. En esa 
medida se privilegia la compensación a través de medidas de reparación no pecuniarias 
en favor de la víctima directa y de su núcleo familiar más cercano (cónyuge o 
compañero(a) permanente y los parientes hasta el 1° de consanguinidad, en atención a 
las relaciones de solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse 
comprendida la relación familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas 
denominadas “de crianza”122. Dichas medidas se adoptarán teniendo de conformidad 
con los hechos probados, la oportunidad y pertinencia de las mismas. De forma 
excepcional, cuando las medidas de satisfacción sean insuficientes para otorgarle a la 
víctima una reparación integral, se podrá otorgar una indemnización, única y 
exclusivamente a la víctima directa, hasta por 100 SMLMV, siempre y cuando la 
indemnización no sea reconocida con fundamento en el daño a la salud. En los casos 
mencionados con antelación se otorgaron medidas tales como: 1) la publicación y 
divulgación de la sentencia; 2) la implementación de políticas; 3) realización de una 
investigación; 4) la colocación de una placa conmemorativa. 
 
                                                          
119 Los hechos que dieron lugar a que se profiriera la sentencia son los siguientes: el menor Iván Ramiro 
Londoño Gutiérrez, estuvo internado en el centro de reeducación “Marcelino Ossa” de la ciudad de 
Pereira, desde el día 7 de diciembre de 1998 hasta el 23 de abril de 2000, cuando murió ahogado en las 
aguas del río Otún, después de haberse escapado del centro de reeducación, en el cual se encontraba 
internado. 
120 Los hechos que dieron lugar a que se profiriera la sentencia son los siguientes: a la víctima directa, 
señora Amparo de Jesús Ramírez Suárez, se le practicó de forma tardía la cesárea que daría fin a su 
embarazo. Consecuencia de dicho retraso fue la extracción de la criatura sin vida. 
121 Los hechos que dieron lugar a que se profiriera la sentencia son los siguientes: el Ejecito Nacional 
retuvo a los cinco ciudadanos y le dio muerte a los tres de ellos desconociéndose el paradero de los otros 
dos. Los ciudadanos asesinados fueron inicialmente uniformados con camuflado militar y policial, y 
ejecutados con posterioridad. 
122 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 
26251, 28/08/2014. 
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De lo anterior se desprende que, en materia de reparación de daños inmateriales y en 
particular de bienes convencional y constitucionalmente protegidos, prima la garantía 
de la dignidad humana, pues más allá de la concesión de una indemnización de carácter 
económico se otorgan medidas que de reparación dirigidas a paliar el daño sufrido y 
por tanto a dignificarlas123.  
 
De este aparte, se extrae que la creación de baremos y topes por el Consejo de Estado 
a través de las sentencias de unificación proferidas en el año 2014, es una alternativa 
adecuada para efectos de poner coto al ejercicio del arbitrio judicial. Empero, para 
efectos de la materialización de una igualdad no formal, de la dignidad humana y del 
debido proceso, se considera que los administradores de justicia no deberían limitarse 
a adecuar el daño con los topes creados a partir de la jurisprudencia, sino que deberían 
a través de los medios probatorios que se requieran, tales como testimonios, dictámenes 
periciales, historias clínicas entre otros; analizar las condiciones particulares de las 
víctimas para así establecer a partir de la base ya existente (topes) qué desea la víctima 
y llevarla al punto más cercano al que se encontraba con antelación de la producción 
de la conducta dañosa, circunstancia nunca será igual para todas las víctimas. A modo 
de ejemplo, piénsese que tres hermanos pierden en un trágico incidente a su 
progenitora. Uno de los hijos convive con ella, otro vive en otro país y otro vive en su 
misma ciudad. Cabe preguntarse si la intensidad del dolor sufrido es el mismo. En 
principio podría pensarse que el que convivía con ella resultó afectado en mayor 
medida, empero, lo adecuado sin caer en revictimizar del reclamante, sería recurrir a 
testimonios y/o dictámenes psicológicos que le permitan al Juez no simplemente a 
partir de las reglas de la experiencia y de la presunción tasar el daño inmaterial irrogado 
con el tope máximo, sino partir desde lo mínimo del tope e ir elevando dicha suma 
conforme lo que se logre establecer en el proceso. En ese sentido, se arriba a la 
conclusión de que tasar daños inmateriales es un reto al que se deben enfrentar los 
administradores de justicia caso a caso, intentando dejar a la víctima en el estado en el 
                                                          
123 Ver también: Corte Constitucional, C-916/2002); Corte Constitucional, Sala Primera de Revisión, T-
085/2009.  
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que se encontraba con antelación a la producción de hecho dañoso. Teniendo en cuenta 
dicha finalidad es posible preguntarse si la reparación integral sólo se logra a partir del 
empleo de sumas de dinero. La respuesta obvia es que no, razón por la cual en el último 
a parte se tratará el deber de los administradores de repensar la reparación del daño 
inmaterial, a partir del empleo de otro tipo de reparación no pecuniaria, como medidas 
compatibles y no subsidiarias de reparación del daño inmaterial.  
 
2.4 REPENSAR LA REPARACIÓN DEL DAÑO INMATERIAL, A PARTIR 
DEL EMPLEO DE OTRO TIPO DE REPARACIÓN NO PECUNIARIA, 
COMO MEDIDAS COMPATIBLES Y NO SUBSIDIARIAS 
 
Es de suma importancia iniciar, este aparte, mencionando que una de las primeras 
formas de reparación a las víctimas de daños inmateriales, es la sentencia, herramienta 
a través de la cual, se reconoce la ocurrencia de una conducta dañosa y se ordena el 
resarcimiento de los perjuicios irrogados. En esa misma línea, es posible afirmar que: 
 
(…) la materialización de la reparación integral implica el respeto por la 
dignidad de las víctimas, la existencia de medios que le permitan a las 
víctimas ser partícipes del diseño y ejecución de los programas de 
reparaciones y la garantía de medios idóneos a través de los cuales las 
víctimas conforme a la gravedad del daño obtengan en la medida de las 
posibilidades la restitución124, la indemnización, la rehabilitación, 
satisfacción y medidas tendientes a evitar la repetición de violaciones125. 
 
Las medidas de rehabilitación son definidas por el artículo 135 de la Ley 1448 de 2011 
como, “el conjunto de estrategias, planes, programas y acciones de carácter jurídico, 
                                                          
124 Artículo 71 de la Ley 1448 de 2011.  Restitución. Se entiende por restitución, la realización de 
medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones contempladas en el artículo 3° 
de la presente Ley. 
125 Corte Constitucional. C-180/2014, p. 42. 
Artículo 69 de la Ley 1448 de 2011. Medidas de reparación. Las víctimas de que trata esta ley, tienen 
derecho a obtener las medidas de reparación que propendan por la restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima 
dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante. 
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médico, psicológico y social, dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y 
psicosociales de las víctimas”. Con respecto a esta medida, se pregunta sagazmente el 
profesor Henao si, “en el fondo lo que se está ordenando es el pago de una reparación 
que en últimas es un daño emergente por el valor de lo que representan las medidas 
para solventar en lo posible las secuelas síquicas, jurídicas o sociales de las víctimas” 
(Henao, 2015). Al precitado interrogante no se le dará respuesta, toda vez que no es el 
objeto de estudio, empero, se considera pertinente citarlo. 
 
 La satisfacción, por otra parte, es otra de las medidas de reparación que, conforme lo 
ha expresado el Consejo de Estado, responde a una noción difusa que propende, 
principalmente, por el otorgamiento de una reparación simbólica. Las medidas de 
satisfacción son resumidas en tres dimensiones, por el precitado Cuerpo Colegiado, así:  
 
(…) la obligación de modificar la legislación o las prácticas que ofenden a 
las víctimas y en todo caso investigar los abusos cometidos en el pasado; 
la ejecución de medidas que busquen el reconocimiento o aceptación de 
responsabilidad; y por último, las medidas necesarias para llevar a cabo la 
reintegración de las víctimas en la sociedad restaurándoles su dignidad, su 
reputación y sus derechos (Henao, 2015)126 
 
Finalmente, debemos hacer referencia a las garantías de no repetición, como 
mecanismo de reparación integral. Este último medio tiene por finalidad evitar que se 
repitan los hechos generadores de desequilibrio y daño. En ese sentido, se persigue, 
                                                          
126 Artículo 139. de la Ley 1448 de 2011. Medidas de Satisfacción: son entre otras, medidas de 
satisfacción: a. Reconocimiento público del carácter de víctima, de su dignidad, nombre y honor, ante la 
comunidad y el ofensor; b. Efectuar las publicaciones a que haya lugar relacionadas con el literal 
anterior. c. Realización de actos conmemorativos; d. Realización de reconocimientos públicos; e. 
Realización de homenajes públicos; f. Construcción de monumentos públicos en perspectiva de 
reparación y reconciliación; g. Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido social de las 
comunidades campesinas, especialmente de las mujeres. h. Difusión pública y completa del relato de las 
víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre que no provoque más daños innecesarios ni genere 
peligros de seguridad; i. Contribuir en la búsqueda de los desaparecidos y colaborar para la identificación 
de cadáveres y su inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las 
entidades competentes para tal fin; j. Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad hechas 
por los victimarios; k. Investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de las violaciones de 
derechos humanos. l. Reconocimiento público de la responsabilidad de los autores de las violaciones de 
derechos humanos. 
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“eliminar y superar las causas estructurales de la violación masiva a los derechos 
humanos y/o al derecho internacional humanitario al interior de la sociedad” (Garantías 
de no repetición, s.f.). Las garantías de no repetición tienen una dimensión preventiva, 
a partir de la cual los Estados tienen la obligación de prevenir las violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Existe, de 
igual forma, una dimensión reparadora, a través de la cual se generan acciones 
tendientes a resarcir los daños causados a las víctimas, ejemplo de dichas acciones son 
“la socialización de la verdad judicial, pedagogía social en derechos humanos, 
eliminación de patrones culturales, entre otras” (Garantías de no repetición, s.f.). El 
artículo 149 de la Ley 1448 de 2011, señala como garantías de no repetición, entre 
otras: 
 
a). La desmovilización y el desmantelamiento de los grupos armados al 
margen de la Ley; b). La verificación de los hechos y la difusión pública y 
completa de la verdad, en la medida en que no provoque más daños 
innecesarios a la víctima, los testigos u otras personas, ni cree un peligro 
para su seguridad; c). La aplicación de sanciones a los responsables de las 
violaciones de que trata el artículo 3° de la presente ley. D). La prevención 
de violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley, (…); e). 
La creación de una pedagogía social que promueva los valores 
constitucionales que fundan la reconciliación, en relación con los hechos 
acaecidos en la verdad histórica (…). 
 
En materia de tasación de los daños inmateriales en Colombia, lo que se persigue no es 
cosa diferente que otorgarle a la víctima medios que aligeren su carga, es por ello que 
pese a que se utiliza el dinero como herramienta principal de compensación del daño, 
en pro de la materialización de derechos como el de la dignidad humana, es necesario 
que los administradores de justicia se acerquen más a otros mecanismos de reparación, 
como los mencionados en este aparte, pues con ellos, además de crear una reparación 
individual, se puede restablecer el equilibrio colectivo, perdido con ocasión del daño. 
 
En ese orden de ideas, medidas como las de satisfacción y aquellas que tienen por 
finalidad evitar la repetición de violaciones, no deberían ser empleadas como medidas 
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subsidiarias sino compatibles en materia de reparación del daño inmaterial. Partiendo 
de la base de que lo que persigue la figura de la reparación del daño inmaterial es la 
protección de bienes inconmensurables y el otorgamiento de paliativos a la víctima, 
debemos arribar necesariamente a la conclusión que las medidas consistentes en 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y aquellas que tienen por 
finalidad a evitar la repetición de violaciones, son todas y cada una de ellas, llamadas 
a ser medidas compatibles y no subsidiarias de reparación del daño inmaterial. 
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CONCLUSIÓN 
 
 
Esta monografía inició con el propósito de determinar si los baremos creados por el 
Consejo de Estado, con las sentencias de unificación proferidas en el año 2014, 
permiten la materialización de derechos de estirpe constitucional tales como la 
igualdad, el debido proceso y la dignidad humana. Para llegar a la respuesta se hizo un 
recorrido que inició en el año 1922, en el que se profirió la sentencia del señor León 
Villaveces y en la cual se reconocieron por primera vez, en Colombia, los daños 
morales. La precitada sentencia superó los escollos que existían en torno al 
reconocimiento de un daño de carácter inmaterial, inconmensurable y, por tanto, 
carente de un valor de mercado. Pues se entendió que el Estado cuando causa daños 
antijurídicos, sean materiales o inmateriales, tiene el deber jurídico de repararlos. 
 
En el año 1993 surgió una nueva categoría de perjuicios denominada perjuicio 
fisiológico, con la que se protege la integridad psicofísica del accionante, empero, este 
perjuicio se fue desdibujando en la medida en que se fueron uniendo rubros de 
perjuicios diferentes, pues tal y como fue señalado,  tanto la doctrina como 
jurisprudencia, unieron rubros de perjuicios diferentes como el perjuicio fisiológico 
de origen francés y cuyo símil es el daño a la salud italiano con el daño a la vida de 
relación (italiano) y el perjuicio del agrado. Fue así como en el año 2000, el perjuicio 
fisiológico se desdibujó y pasó a denominarse daño a la vida relación. Este perjuicio 
pretende cubrir la imposibilidad de desarrollar actividades que, si bien no generan 
dinero o no pueden ser calificadas como productivas, hacen agradable la existencia y 
terminan por modificar las expectativas de cara al futuro (Durán, 2016, p. 169). 
Finalmente, se empleó la denominación de daño a la alteración de las condiciones de 
existencia, definido como la afectación negativa de la proyección de la víctima, de sus 
hábitos, costumbres y aspiraciones. Por fortuna, con la expedición de las sentencias 
“gemelas” de unificación, expedientes 19031 y 38222 de 2011, en Colombia, se 
introdujo el concepto de daño a la salud, daño bajo el cual se  protege un radio mínimo 
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y esencial de la integridad psicofísica de las personas, con independencia de cualquier 
otra consideración (profesión, deportes que practica…) (Cortés, 2009), se reitera en 
esta oportunidad que, ello no quiere decir que no se tengan que tener en cuenta para 
efectos de reparación, las particularidades del caso y las consecuencias que se generen 
con ocasión de la causación del daño a la salud. 
 
La última categoría en ser reconocida en Colombia, por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, es la del daño a bienes constitucional y 
convencionalmente protegidos, empero, por ser una categoría tan ambigua, pues en su 
mayoría, todos los derechos, son derechos constitucionalmente protegidos, se 
considera que sólo deberían existir dos categorías de daños inmateriales, es decir, el 
daño moral y el daño a la salud, este último debe contener los efectos que se plantean 
en el denominado daño a la vida de relación y alteración de las condiciones de 
existencia.  
 
Una vez establecidas las categorías de daño inmaterial, reconocidas en Colombia, es 
menester rememorar, los instrumentos empleados para efectos de su tasación, en el 
caso del señor Villaveces, además del arbitrio judicial se utilizaron dictámenes 
periciales para efectos de tasar el daño inmaterial. Posteriormente, se empleó como 
medio de tasación el arbitrio judicial y el límite a este eran 1000 gramos oro. 
Seguidamente se consideró que ya el oro no cumplía a cabalidad esa labor de cambio 
y se estableció como coto al arbitrio judicial la suma de 100 salarios mínimos legales 
vigentes. En el año 2014, se expidieron ocho (8) sentencias de unificación cuyo objeto 
fue la unificación de criterios en torno al reconocimiento al reconocimiento y 
liquidación de los perjuicios morales en caso de muerte, de lesiones, de privación 
injusta de la libertad; de afectación relevante a bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, y de daño a la salud. Llegados a este punto, es preciso 
analizar si los baremos creados con dichas sentencias permiten que la reparación, que 
se otorgue por concepto de daño inmaterial, materialice derechos de estirpe 
constitucional como el debido proceso, la igualdad y la dignidad humana.  
62 
En lo que respecta al respeto y garantía del derecho al debido proceso de las partes, 
podemos aseverar que, pese a los esfuerzos realizados por la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en pro de garantizar el mismo, dicho derecho se ve soslayado en las 
sentencias que reconocen y ordenan la reparación de daños inmateriales. El sustento de 
lo afirmado se encuentra en que en las sentencias, en las que se reparan daños de 
carácter inmaterial, se tiene en cuenta la calidad en la que se presenta el accionante, es 
decir, en calidad de víctima directa o indirecta y cuando se trata de las segundas se 
evalúa conforme a los criterios establecidos el parentesco o vínculo civil con la víctima 
directa, para proceder en la mayoría de ocasiones a reparar el daño irrogado con 
sustento en los topes establecidos. Sin embargo, dichas sentencias, incurren en un 
defecto sustantivo, que es la falta de motivación. La Corte Constitucional ha sido clara 
la señalar que los servidores judiciales tienen el “(…) deber de dar cuenta de los 
fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones”127. Al respecto debe manifestarse 
que, si bien las sentencias suelen hacer referencia a las diferentes tipologías de daño 
inmaterial, al deber de reparar en cabeza del Estado y a los topes creados para cada tipo 
de daño, no ocurre lo mismo con respecto al ejercicio en concreto de tasación, pues 
pareciera que se verifica la ocurrencia del daño antijurídica, la calidad en que se 
presenta el accionante, los topes creados jurisprudencialmente y finalmente se tasa el 
daño con forme a los topes, empero, queda ausente el sustento de porqué si el tope son 
100, se concede el daño conforme al tope y no se parte de la base y con sustento en los 
elementos probatorios se va aumentando progresivamente la cuantía que se concede 
por concepto de daño inmaterial. 
 
En ese sentido, pese a que los baremos creados por el Consejo de Estado con la 
expedición de las sentencias de unificación proferidas en el año 2014, le otorgan a la 
parte demandada, el conocimiento de los topes a emplear en la sentencia, se sigue 
soslayando su derecho de contradicción, pues las decisiones adoptadas además de 
obedecer a los baremos precitados obedecen al arbitrio judicial y carecen de 
                                                          
127 Corte Constitucional, SU635/2015, p. 38. 
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motivación, en el sentido en que, no se presentan los sustentos fácticos y  jurídicos en 
los que se basa la providencia para tasar el daño inmaterial en una cuantía y no en 
otra128. 
 
En lo atinente a la garantía del daño a la igualdad, debemos partir por el artículo 13 de 
la constitución que establece lo siguiente: 
 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por 
su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas 
se cometan.  
 
De lo anterior se extrae que la materialización del derecho a la igualdad implica otorgar 
un trato igual a aquellas personas que se encuentran en una situación jurídica similar, 
en este caso, a aquellas que han sufrido un daño inmaterial equiparable. Si nos 
adentramos en el problema jurídico planteado, debemos afirmar que, aunque los 
baremos creados por el Consejo de Estado a partir de las sentencias de unificación 
proferidas en el año 2014 permiten crear una sensación de materialización del derecho 
de igualdad, debemos afirmar que dicho derecho no está siendo plenamente 
garantizado. El sustento de lo afirmado se encuentra en que, para efectos de tasar el 
daño inmaterial, el administrador de justicia debe analizar a profundidad el caso en 
concreto, analizar las aristas y los elementos probatorios del mismo y no sólo limitarse 
a tasar el daño conforme a los topes creados, una vez se ha probado el daño y se ha 
demostrado la calidad con la que se asiste al proceso judicial, porque dicho análisis da 
la sensación de garantía del derecho a la igualdad, sin embargo, si se observaran las 
particularidades de cada caso, es posible que daños que en apariencia son similares 
                                                          
128 Corte Constitucional. SU635/2015. 
64 
pueden dar lugar a reparaciones disímiles. Lo anterior, sumado a lo señalado en el 
desarrollo de este trabajo, en lo que respecta a los topes consagrados para los daños 
inmateriales causados por la privación injusta de la libertad. La cuantía que se reconoce 
por concepto de daño inmaterial por privación injusta de la libertad decrece en la 
medida en que el tiempo de privación injusta aumenta, lo anterior, es prueba de la 
vulneración del derecho a la igualdad.  
 
Finalmente, debemos hacer referencia a la garantía y materialización del derecho a la 
dignidad humana, dentro de las sentencias que reparan daños de carácter inmaterial. Al 
respecto, debemos iniciar citando a la Corte Constitucional, la cual, en la sentencia C- 
143 de 2015, sostuvo lo siguiente: 
 
La dignidad humana, no es una facultad de la persona para adquirirla o para 
que el Estado se la conceda, ésta es un atributo esencial, inherente al 
individuo, por lo tanto, el derecho fundamental se refiere a que se le dé el 
trato a la persona para que se le respete completamente la dignidad de ser 
humano, es un derecho en el que implica al Estado tanto obligaciones de 
no hacer como de hacer.  
 
En ese sentido, podemos aseverar que este derecho se protege en las sentencias de 
reparación de daños inmateriales pues se busca compensar el daño irrogado, ante la 
imposibilidad de dejar indemne a la víctima o de otorgar una reparación in natura. En 
ese sentido, se considera que se debería crear una instancia, posterior al conocimiento 
del sentido del fallo, en el que la parte actora pueda manifestarle al juez cual considera 
que es el mecanismo o la forma en el que se le puede resarcir el daño inmaterial 
irrogado y a partir de ahí, el juzgador podría proceder a determinar cómo será reparado 
el daño inmaterial irrogado. Lo anterior, debido a que, a pesar de que se propende, en 
términos generales, por compensar el daño irrogado a partir de una cuantificación en 
dinero, no siempre, para la víctima (directa o indirecta) dicha conversión será la mejor 
forma de reparar el daño. Piénsese en el caso de una persona acaudalada que ha sido 
víctima de vejámenes y tratos indignos. Tal vez para esta persona, no sea suficiente la 
concesión del tope máximo por el daño irrogado, porque dicha suma no le resulta 
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significativa y por tanto pretende otro tipo de reparaciones de carácter, tal vez, 
simbólico. En ese sentido, se garantiza en mayor medida el respeto y garantía no solo 
del derecho a la dignidad humana, sino del derecho a la reparación integral. 
 
De lo expuesto se colige que la aplicación de los baremos creados por el Consejo de 
Estado, a partir de las sentencias de unificación proferidas en el año 2014, si bien son 
un avance importante, en lo que respecta a la tasación del daño inmaterial, su aplicación 
no puede ser exclusiva, toda vez que la ausencia de motivación y de pruebas en lo que 
respecta a los perjuicios inmateriales son muestra de una vulneración del derecho al 
debido proceso. Por otro lado, los topes creados por el precitado cuerpo colegiado, 
permiten aseverar que en sentido amplio se respeta el derecho a la igualdad de las 
víctimas, empero, en sentido estricto, son necesarios, una vez más, elementos de prueba 
que superen la calidad en la que la parte activa de la acción se presenta en el proceso y 
la comprobación del daño irrogado, para que el administrador de justicia pueda evaluar 
las particularidades del caso y proferir una sentencia acorde a estas. Finalmente, 
podemos aseverar que, el derecho a la dignidad humana, es un derecho garantizado, 
pues se procura llevar a la víctima a una situación cercana a la que se encontraba con 
antelación a la producción del daño, empero, se reitera, es necesario que los 
administradores de justicia empleen de forma más continua mecanismos de reparación 
distintos a la reparación pecuniaria.  
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 Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección C. 
Expediente 31250 (C. P.: Jaime Santofimio Gamboa; Octubre 20 de 2014). 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencias. 
 C-333/1996 (M. P.: Alejandro Martínez Caballero; Agosto 1 de 1996). 
 C-163/2000 (M. P.: Fabio Morón Díaz; Febrero 23 de 2000). 
 C-1026/2001 (M. P.: Eduardo Montealegre Lynett; Septiembre 26 de 2001). 
 C-916/2002 (M. P.: Manuel José Cepeda Espinosa; Octubre 29 de 2002). 
 T-085/2009 (M. P.: Jaime Araújo Rentería; Febrero 16 de 2009). 
 C-180/2014 (M. P.: Alberto Rojas Ríos; Marzo 27 de 2014). 
 C-143/2015 (M. P.: Luis Ernesto Vargas Silva; Abril 6 de 2015). 
 SU-635/2015 (M. P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Octubre 7 de 2015). 
 C-286/2017 (M. P.: Gloria Stella Ortiz Delgado; Mayo 3 de 2017). 
 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  
 Sala de Casación. GJ-XXIX (M.P. Tancredo Nanneti; Julio 21 de 1922). 
 Sala de Negocios Generales. GJ-LI (M.P. Juan A. Donado V; Abril 23 de 1941). 
 Sala de Negocios Generales.  GJ-LI (M.P. Aníbal Cardoso Gaitán; Abril 23 de 
1941). 
73 
 Sala de Casación Civil. GJ-LI (M. P.: Hernán Salamanca; Junio 20 de 1941). 
 Sala de Casación Civil. GJ-CXIX (M. P.: Enrique López de la Pava; Octubre 
18 de 1967). 
 Sala de Casación Civil. GJ- CXLVIII (M. P.: Humberto Murcia Ballén; 
Septiembre 27 de 1974). 
 Sala de Casación Civil. GJ-CLXXII (M. P.: Horacio Montoya Gil; Noviembre 
28 de 1983). 
 Sala de Casación Penal. Expediente 45585 (M.P.: José Luis Barceló Camacho; 
Junio 1 de 2016). 
 
 
NORMATIVIDAD  
 
Constitución Política de Colombia [Const].1991 (Colombia). Editorial Legis. 
 
 
Ley 446 de 1998. Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas 
del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento 
Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989,  se 
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ANEXOS 
 
 
Tabla 1. 
REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE 
 NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5 
Regla 
general en el 
caso de 
muerte 
Relación 
afectiva 
conyugal y 
paterno – 
filial 
Relación afectiva 
del 2° de 
consanguinidad o 
civil  
Relación afectiva 
del 3er de 
consanguinidad o 
civil  
Relación 
afectiva del 4° 
de 
consanguinidad 
o civil. 
Relación 
afectiva no 
familiar 
(terceros 
damnificado
s) 
Porcentaje  100% 50% 35% 25% 15% 
Equivalencia 
en salarios 
mínimos 
100 50 35 25 15 
 
 
Tabla 2. 
REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE LESIONES 
  NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5 
GRAVEDAD DE LA 
LESIÓN 
Víctima 
directa y 
relaciones 
afectivas 
conyugales y 
paternofiliales 
Relación 
afectiva de 2° 
de 
consanguinidad 
o civil (abuelos, 
hermanos y 
nietos) 
Relación 
afectiva del 3° 
de 
consanguinidad 
o civil 
Relación 
afectiva del 4° 
de 
consanguinidad 
o civil 
Relaciones 
afectivas no 
familiares- 
terceros 
damnificados 
  SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV 
Igual o superior al 
50% 100 50 35 25 15 
Igual o superior al 
40% e inferior al 50% 80 40 28 20 12 
Igual o superior al 
30% e inferior al 40% 60 30 21 15 9 
Igual o superior al 
20% e inferior al 30% 40 20 14 10 6 
Igual o superior al 
10% e inferior al 20% 20 10 7 5 3 
Igual o superior al 1% 
e inferior al 10% 10 5 3,5 2,5 1,5 
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Tabla 3. 
REPPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD 
  NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5 
Reglas para liquidar el 
perjuicio moral 
derivado de la 
privación injusta de la 
libertad 
Víctima 
directa, 
cónyuge o 
compañero (a) 
permanente y 
parientes en el 
1° de 
consanguinidad 
Parientes en el 
2° de 
consanguinidad 
Parientes en el 
3° de 
consanguinidad 
Parientes en el 
2° de 
consanguinidad 
Terceros 
damnificados 
Término de privación 
injusta en meses 
  
50% del 
porcentaje de 
la víctima 
directa  
35% del 
porcentaje de 
la víctima 
directa  
25% del 
porcentaje de 
la víctima 
directa  
15% del 
porcentaje de 
la víctima 
directa  
  SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV 
Superior a 18 meses 100 50 35 25 15 
            
Superior a 12 e 
inferior a 18 
90 45 31,5 22,5 13,5 
            
Superior a 9 e inferior 
a 12 
80 40 28 20 12 
            
Superior a 6 e inferior 
a 9 
70 35 24,5 17,5 10,5 
            
Superior a 3 e inferior 
a 6 
50 25 17,5 12,5 7,5 
            
Superior a 1 e inferior 
a 3 
35 17,5 12,25 8,75 5,25 
            
Igual e inferior a 1 15 7,5 5,25 3,75 2,25 
 
Tabla N°4. 
REPARACIÓN DEL DAÑO A LA SALUD 
GRAVEDAD DE LA LESIÓN Víctima 
Igual o superior al 50% 100 SMMLV 
Igual o superior al 40% e inferior al 50% 80 SMMLV 
Igual o superior al 30% e inferior al 40% 60 SMMLV 
Igual o superior al 20% e inferior al 30% 40 SMMLV 
Igual o superior al 10% e inferior al 20% 20 SMMLV 
Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 SMMLV 
 
